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En la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, a las 14 y 40 horas del martes 30 de octubre de 2007, se reúne el Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, con la presencia de los señores consejeros doctores Blasi, Cavaliere, Cozzi, De Giovanni, Devoto, Mas Velez y Moya; del señor administrador del Poder Judicial, doctor Lucio Ponsa Gandulfo; del secretario de coordinación, doctor Mariano Heller y del señor secretario técnico, doctor Diego Duquelsky.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Buenas tardes. Damos comienzo a la reunión del día de la fecha.

Consideración de la Versión Taquigráfica correspondiente a la sesión de fecha 23 de octubre de 2007.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Para esta versión tengo algunas sugerencias de tipeo y una corrección en el sentido de que, en lugar de que diga “recorte presupuestario” diga “presupuesto 2008”, ya que así es más prolijo y, además, es una expresión que fue objetada por el ministro.


Si los demás han enviado sus correcciones, se va a dar por aprobada.

· Se aprueba.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Debido a que tenemos una movilización en la puerta, propongo que el orden del día sea alterado a efectos de tratar el punto 5.1, que es “Actuación CM N° 1845/07 y acumuladas s/designaciones en planta permanente”.

· Asentimiento.
Temas de debate.

5.1. Actuación CM N° 1845/07 y acumuladas s/designaciones en planta permanente.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Los dirigentes de las asociaciones de empleados han pedido participar y yo les manifesté que, en virtud del lugar y la capacidad de espacio físico, era aconsejable que estuvieran presentes nada más que tres personas. 

Dra. Blasi.- Quiero aclarar que como el voto lo voy a fundamentar, lo leeré in voce.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Muy bien.

· Ingresan a la reunión los señores Sacco y Fachal.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Les comento que le pedí al Departamento de Recursos  Humanos que hiciera algunas aclaraciones porque en la actuación de referencia más las acumuladas hay catorce personas que hicieron la presentación del reclamo. Pero del informe que había hecho oportunamente la Comisión de Selección y el Departamento mencionado –y que obra a fojas 32 y 33 de las actuaciones- surge otra cantidad de personas. Entonces, a los efectos de que sepamos exactamente a la fecha de hoy qué cantidad de personal está vinculado en este asunto, es que solicité el informe pertinente. Y el resultado es el siguiente: 48 personas que, o bien fueron pasados de contratados a planta transitoria o bien ingresaron directamente en planta transitoria, más cinco personas que ya tienen un año de planta transitoria y que habían sido contratadas originalmente, aunque no cumplieron dos años sino que pasaron. Entonces, son 48 personas más cinco personas más a la fecha de hoy.


Otra cosa que me gustaría aclarar, porque hubo mención en plenarios anteriores de que había decisiones de la administración en el sentido de incorporar personas a la planta permanente, en una interpretación de la Resolución 504, estando en planta transitoria transcurrido lisa y llanamente el año, es que del informe que hace la Comisión de Selección, la oficina de liquidación de haberes y la de Recursos Humanos se desprende que nunca hubo un acto administrativo que hiciera que estas personas pasaran de planta. Entonces, me gustaría rectificar la información que se estuvo trabajando en plenarios anteriores.


Yendo al fondo de la situación, creo que lo primero que deberíamos examinar es la normativa aplicable al caso; esto es, los artículos 4, 5, 6, 7, 14.1 y 14.2 y 22 de la Resolución 504. 


El artículo 4 porque establece cómo se considera al personal del Consejo de la Magistratura, que está englobado dentro de planta permanente y planta transitoria. 


El artículo 5 define a la planta permanente.


El artículo 6 define a la planta transitoria en tres incisos.


El artículo 7 alude al personal contratado.


Los artículos 14.1 y 14.2 que aluden a la estabilidad de los empleados y funcionarios de la planta permanente y luego refiere cómo se adquiere dicha estabilidad.


Y el artículo 22 que fija cómo se ingresa a la planta permanente del Consejo de la Magistratura.


Me gustaría citar una jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación en el caso “Vaquero Mónica Silvia c/Ministerio del Interior” en donde lo que se rescata de sus fundamentos es que no se reconoce el derecho a la incorporación a la planta permanente por el mero transcurso del tiempo en una designación en planta transitoria. Es decir, aclara que no es ése el criterio que debe ser utilizado.


Entonces, si nosotros tenemos presente que el Reglamento establece una distinción entre transitoria y permanente, que dentro de la planta transitoria considera a quienes son designados para cumplir tareas normales y habituales que por circunstancias extraordinarias no puedan ser llevadas a cabo por personal de planta permanente. Es decir que no sólo integran la planta transitoria los contratados que cumplen los dos años de servicios sino que se hacen directamente designaciones en planta transitoria, situación que ha ocurrido y que forma parte de algunos de los casos mencionados, y luego indica que el ingreso a planta permanente se hace por concurso.


Ahora, una armónica interpretación de todo esto –me parece a mí-, es decir, de las presentaciones que se hicieron en la actuación N° 1845/07 y de las que integran el listado que está a fojas 32 y 33 de la actuación que tuvimos a la vista, y que permitiría que nosotros resolvamos la cuestión incorporando a la planta a quienes vienen revistando en planta transitoria sería la de analizar cada caso en concreto y determinar, a través de las tareas y del desempeño en las distintas actividades, si hay una necesidad de que sean incorporadas al organismo, hecho que no podría estar dado nada más que por el mero transcurso del tiempo. Para esto como fundamento de la propuesta que voy a hacer, me gustaría que tuviéramos en cuenta que el Consejo de la Magistratura tercerizaba casi todas sus actividades y que luego comenzó a desarrollar como propias algunas de ellas. Y los casos más paradigmáticos son los de tecnología y infraestructura. Además, luego hubo un crecimiento de la administración, y consiguientemente la necesidad de incorporar más personal a ella, en virtud del crecimiento del Poder Judicial de la Ciudad. Esto, reitero, obligó a incorporar personal también en la planta transitoria.


Por lo tanto me parece que, a partir de ahora, cada vez que nosotros analicemos una incorporación a la planta transitoria del personal contratado o que resolvamos incorporar directamente personal deberíamos determinar en cada una de esas oportunidades cuál es el tiempo que la Administración entiende que va a ser necesaria esa tarea en planta transitoria y cuál es específicamente la tarea en la que se van a desempeñar.


Y, particularmente para los casos que tenemos ahora en tratamiento, considero que tenemos que analizar la circunstancia de cada una de las designaciones en planta transitoria y determinar si resulta indispensable que sean designados al cargo en planta permanente, creando el cargo en el mismo acto de la designación y entendiendo que ya no va a ser necesaria una planta transitoria, por ende eliminando dicho cargo, a fin de evitar una duplicación en el gasto.


Porque, hoy por hoy, el carácter de transitorio o de permanente de la designación no es un tema de gasto presupuestario o un tema en el que nosotros debamos decir cuántas personas vamos a incorporar porque se va a aumentar el gasto del Consejo, porque el gasto de éste ya está determinado. Habría que analizar cada caso concreto y resolver la incorporación a la planta.


Con el trabajo que tengo aquí, y conociendo buena parte de las personas que están en este listado, puedo dar fe que las personas realizan la tarea en el área y estimo que esa tarea resulta necesaria para la Administración; por lo tanto, voy a propiciar que se hagan las incorporaciones a la planta permanente. Pero quiero dejar bien en claro que se debe a un análisis de cada situación en particular y no solamente al transcurso del tiempo.


Me voy a apartar del criterio de Recursos Humanos y de Jurídicos, porque entiendo que han descontextualizado la interpretación del 14.1 y del 14.2, ya que claramente el 14.1 dice que la estabilidad que adquiere al año de permanencia en la planta permanente, en una interpretación armónica. Y yo creo que no podemos deslindar el 14.1 del 14.2 y entender que cuando el primero establece algo no hay que correlacionarlo con el segundo.


Quien adquiere la estabilidad por el mero transcurso del tiempo si no se llevaron a cabo los mecanismos que propician la resolución 504 por culpa de la Administración es el personal de planta permanente. 


Entonces, por estas circunstancias en mi opinión hay que analizar cada caso concreto y no tomar solamente en cuenta el mero transcurso del tiempo. Y voy a dar mi voto favorable no sólo por las catorce personas que hicieron la presentación en la actuación que tenemos en tratamiento sino por todo el listado que presenta Recursos Humanos.


Por citar algunos ejemplos, en general esto se justifica en todas las personas que se desempeñan en Infraestructura y Obras, en el área de Tecnología, por esa circunstancia que expliqué antes, en el sentido de que realizan servicios que antes se tercerizaban y que ahora la Administración los ha asumido como propios. Y, por otra parte, en las áreas de Apoyo Operativo, de Recepción y Custodia, de Recursos Humanos, de Liquidación de Haberes, del Departamento de Sumarios y de la Secretaría Técnica ha habido un aumento en las tareas que también justifica esta incorporación. 


Pero nuevamente insisto en que de ahora en más cada personal que pase de ser contratado a la planta transitoria deberá tener prefijada una tarea y un tiempo estimado por parte de la Administración, y después nosotros resolveremos en cada caso concreto si será necesaria la creación de un cargo en planta permanente.

Dr. Devoto.- Una pregunta, Carla. ¿Esa lista que tenés vos...?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En ella figuran contratados que pasaron a la planta transitoria y cumplieron un año, y también figuran personas que fueron designadas en la planta transitoria directamente. Por ejemplo, la cabeza de la actuación 18545/07 es Marcelo Monzón, que es una persona que ingresó directamente a la planta transitoria. Se trata de una persona a la que nosotros le hemos dado un cargo de apoyo en una de las intendencias. Y no hablo de Marcelo Monzón como persona sino de la tarea que él desempeña.

Dr. Devoto.- ¿Podemos saber cuántos son los que entraron directamente como transitorios y cuántos son los que pasaron luego de ser contratados?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí. Podemos. Está en la misma actuación 18545/07.

Dra. Moya.- Creo que vos dijiste que eran 48 más 5.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí; pero en esos 48 más 5 están todos mezclados. Como designación directa a la planta transitoria tenemos el personal que figura en la foja 34.

Dr. Devoto.- Serían esos 14.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Así es. Puede que haya alguno más.

Dr. Devoto.- Está bien; más o menos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Por ejemplo, Cabrera es la persona que cada vez que tenemos un problema con el aire acondicionado viene a repararlo; Sacomano presta funciones en el área de Infraestructura, etcétera. Estas son personas que ingresaron a la planta transitoria en el año 2003. Pero insisto en que lo que hay que tener en cuenta es la tarea que desempeñan, no la antigüedad de sus designaciones.

Dr. Devoto.- ¿Vos haces diferencias entre estos y los contratados que pasaron a planta?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No. Mi idea es determinar si la tarea resulta necesaria a los efectos de justificar que sean incorporados a la planta permanente.

Dra. Moya.- Se trata de gente que siempre la vemos realizando tareas.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Pero no me refiero a la gente sino a las tareas que desempeñan.


Sería un poco contradecirse por el transcurso del tiempo, pero a veces uno piensa que si nosotros contratamos a una persona para realizan una tarea transitoria y esa tarea transitoria se viene desarrollando desde hace tres años quiere decir que es necesario que esa tarea sea desempeñada por alguien, y evidentemente no ha podido ser desempeñada por alguien de la planta. Esa, por definición, es la planta transitoria. Pero, haciendo un ejercicio en relación a esto, me parece que debemos poner la mirada en esto y ser más cuidadosos a futuro en la determinación de qué es planta contratada y de qué es planta transitoria, como técnica de mejor administración.

Dra. Blasi.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra la consejera Blasi.

Dra. Blasi.- Como mi moción parte de algo distinto al tipo de trabajo de cada persona para diferenciar las plantas, me gustaría leerles el estudio que hicimos sobre este tema.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Adelante.

Dra. Blasi.- (Lee:) “Visto:


“Las actuaciones números 18545/07 y acumuladas números 18802/07, 18803/07 y 18804/07; 


“Considerando:


“Que el artículo 14 de la resolución 504/05 textualmente dice:


“1. ‘Estabilidad. Los funcionarios y empleados de planta permanente gozan de estabilidad en sus empleos y sólo pueden ser removidos en caso de condena por el delito doloso o por violación de derechos fundamentales y garantías constitucionales, ineptitud o mala conducta previo sumario administrativo con audiencia del interesado, y por las restantes causales previstas en este Reglamento. La estabilidad no es extensiva a la función asignada.’


“2. ‘La estabilidad se adquiere luego de un (1) año de labor ininterrumpida desde el inicio de la prestación de servicios y luego de aprobar la evaluación de desempeño a la que será sometido el agente, o por el sólo transcurso de dicho período si,  al cabo del mismo, el agente no fuera evaluado por causa imputable a la administración’.


“Que de la claridad semántica de la norma en cuestión se desprende categóricamente que el término ‘estabilidad’ es de aplicación exclusiva a la categoría de ‘funcionarios y empleados de planta permanente’, quedando el personal de planta transitoria excluido de dicha garantía.


“Que, tratándose de una conceptualización técnica, toda interpretación en contrario tornaría abstracta toda diferenciación existente entre ‘planta permanente’ y ‘planta transitoria’, de manera que resulta jurídicamente improcedente ubicar a ambas categorías en situación de igualdad.


“Que por su parte, el art. 6 de la Resolución 504/05 define taxativamente la integración de la planta transitoria, quedando allí comprendidos los secretarios de comisión y del Centro de Formación Judicial, el secretario técnico y de coordinación, los secretarios letrados de los consejeros y su planta de asesores y, por último, quienes sean designados para cumplir tareas normales y habituales que por circunstancias extraordinarias no puedan llevarse a cabo por personal de planta permanente.

“Que es abundante la jurisprudencia en el tema, la que se ha manifestado de la siguiente manera: “Si la actora aceptó libremente los términos de la relación jurídica que no constituyó una relación de empleo público dentro de la planta permanente sino una relación de naturaleza transitoria, la aceptación de los contratos y sus pertinentes prórrogas, presididos por un régimen de inestabilidad, veda reclamar los derechos emergentes de la estabilidad en el empleo dado que, de otro modo, se violentaría el principio que impide venir contra los propios actos. Ello es así, pues, el voluntario sometimiento a un régimen jurídico, comporta un inequívoco acatamiento que determina la improcedencia de su impugnación ulterior (CSJN, Fallos 310:2117; 312:245 y 1371)”
“También se ha dicho que: “La persona que sabe, al tiempo de su nombramiento, que éste tiene asignado un período determinado, está desde el comienzo de su relación de empleo en conocimiento de su situación de revista. Con posterioridad, no puede pretender que su status administrativo se trueque en otro. Si el empleo público es un contrato administrativo, parece que el principio general de la buena fe y la intención de las partes presta asidero a la solución (Germán Bidart Campos “El status del personal transitorio de la administración”, ED 125-504; CACAyT, Sala I, “Cecconi Leandro Luisc/ G.C.B.A. s/amparo”, 12/98/02).

“Lo expuesto se encuentra también avalado por el art. 22 de la propia Resolución CM 504/05, que impone que el ingreso a la planta permanente del Consejo de la Magistratura se “realizará por concurso”, omitiendo toda referencia a la disposición del artículo 14.2 como otra de las formas previstas para ingresar a la misma.


“Que ello me permite disentir con los dictámenes obrantes a fs. 34/36 y 38 y vta. que sostienen que “del análisis de esta norma surgiría que el personal de planta transitoria adquiere estabilidad una vez cumplido el acto de labor ininterrumpida desde el inicio de la prestación de servicios...”, los cuales, a criterio de la suscripta, efectúan una interpretación errónea del mencionado artículo 14 de la Resolución 504/05, reiterando que resulta inadmisible pretender que la garantía de estabilidad ampare al personal de planta transitoria.


“En idéntico sentido se ha expedido la Sra. Jueza a cargo del Juzgado Contencioso, Administrativo y Tributario N° 7 de la CABA en la causa “CejasL. C/Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires s/amparo (Art. 14 CCABA”, de fecha 18/10/07), al sostener que “conforme los arts. 14.1 y 14.2 el personal de planta permanente tiene el derecho a la estabilidad en su empleo y sólo pueden ser removidos en los casos que indica ... estabilidad que adquieren luego de un año de labor ininterrumpida desde el inicio de la prestación de servicios y luego de aprobar la evaluación de desempeño...”.


“Que sin perjuicio de lo expuesto [y esto es importante que lo escuchen los gremios], no puede escapar al estudio de la suscripta el reclamo incoado por los peticionantes –con la eventualidad de nuevos reclamos, lo que tampoco podemos dejar de contemplar-, todo lo cual me lleva a propiciar una revisión integral de la normativa que rige en la materia, esto es, a los fines de evitar cualquier posibilidad de hesitación exegética para el futuro.


“Por todo lo expuesto, considero oportuno proponer al cuerpo la modificación de la Resolución CM 504/2005 en lo que respecta al régimen de empleo de este organismo, cuya aprobación estimo conveniente debiera tener lugar en forma contemporánea con la resolución de las presentes actuaciones y dentro del plazo expedito y razonable que –de aceptarse esta moción- acordaremos en este acto.”

Dr. Cozzi.- Quiero aclarar que mis argumentos son parecidos a los de la doctora Blasi, aunque difiero en alguna parte.


De todas maneras, mi voto es el siguiente: “El capítulo III del Anexo I de la Res. CM 504/05 en su artículo 14.1 dispone que: “Los funcionarios y empleados de planta permanente gozan de estabilidad en sus empleos y sólo pueden ser removidos en caso de condena por delito doloso o por violación de derechos fundamentales y garantías constitucionales; ineptitud o mala conducta, previo sumario administrativo con audiencia del interesado, y por las restantes causales previstas en este Reglamento. La estabilidad no es extensiva a la función asignada” y en su art. 14.2. que “La estabilidad se adquiere luego de un (1) año de labor ininterrumpida desde el inicio de la prestación de servicios y luego de aprobar la evaluación de desempeño a la que será sometido el agente, o por el solo transcurso de dicho período si, al cabo del mismo, el agente no fuera evaluado por causa imputable a la administración”.

En mi opinión, la correcta interpretación de las normas transcriptas es aquella que entiende que los dos incisos mencionados se refieren única y exclusivamente al personal de planta permanente. Vale decir que es solamente el personal de la planta permanente el que goza de estabilidad luego de 1 año.

Asimismo, el artículo 4 de la mencionada resolución 504/05 establece que la estructura del personal de este Consejo de la Magistratura, se integra con empleados de planta permanente y transitoria.

En este sentido, la doctrina y la jurisprudencia tienen dicho que la diferencia fundamental entre empleados de planta permanente y planta transitoria, está dada por la estabilidad en el cargo de la que gozan en el primer caso y su ausencia en el segundo. La existencia del personal en planta transitoria se justifica en los casos en los que la Administración requiere la realización de servicios en forma normal y habitual, y cuando los mismos no puedan ser cumplidos por el personal de la planta permanente (art. 6 Res. N° 504/05). Pero, a mi entender, de ello no se deriva su equiparación en relación con el personal de la planta permanente por el mero transcurso del tiempo, ni por ningún otro hecho que no sea el respectivo concurso conforme lo exigen las normas pertinentes que así lo disponen. (art. 22 Res. 504/05).

En consecuencia, entiendo que, conforme surge del régimen jurídico aplicable, la única forma de revestir en la planta permanente es mediante la sustanciación de los concursos que la normativa vigente exige para la cobertura de los cargos. En el mismo sentido ha interpretado la norma este Consejo de la Magistratura en oportunidad de contestar demanda en autos “Cejas, Lorena c/GCBA s/Amparo (art. 14 CCABA)”, Expte. Nº 18936/0. En el considerando 2º de la sentencia de fecha 18 de octubre de 2007, se transcribe dicha contestación: “(...) el art. 116 CCABA otorga al Consejo las facultades de reglamentar el nombramiento, la remoción y el régimen disciplinario de los funcionarios y empleados, previendo el sistema de concurso como único mecanismo de ingreso al empleo público, en todos los casos, sin distinción; en tal marco el Consejo determinó que el nombramiento de empleados y funcionarios es por concurso. Hasta tanto se sustancien los concursos, todas las designaciones (...) tienen carácter interino, los servicios son prestados en tal carácter y son transitorios, no están amparadas las relaciones jurídicas por la garantía de la estabilidad, pudiendo disponerse el cese del agente designado en tal carácter sin menoscabar derecho alguno. (...) por Resolución Nº 504/05, arts. 8 y 9, se reguló el ingreso al Poder Judicial por el sistema de concursos. En virtud de dicha normativa y hasta la sustanciación de dichos concursos las designaciones son de carácter interino, no están amparadas por la garantía de la estabilidad y no generan derecho adquirido; los servicios prestados son transitorios y obedecen a una necesidad temporaria, circunstancial y no pueden generar sino una situación precaria; el desempeño concluye al extinguirse la causal de designación o al disponerse su cese cuando razones de servicio así lo aconsejen.”
No obstante, en el caso puntual de las actuaciones sub examine, el hecho de encontrarse excedidas razonables pautas temporales desde el ingreso a la planta transitoria de los agentes en cuestión hasta la actualidad, muestra que los agentes cumplieron tareas que la planta permanente no realizaba pero que tampoco estuvo en condiciones de realizar por sí misma tiempo después. Así, podría ser que la auténtica voluntad administrativa fue que los agentes se pudieran incorporar luego a la planta permanente. Pero lo cierto, es que el único derecho que puede reconocerse [a mi modesto entender] es el derecho de acceder al concurso cuya aprobación se requiere para que puedan revestir en la planta permanente, claro está siempre que se considere pertinente la creación del cargo al cual podría aspirarse en las condiciones expuestas.

En mi opinión, el marco fáctico descripto ha hecho surgir en cabeza de los agentes en cuestión, el derecho a la sustanciación de los respectivos concursos de cargos, único modo en que opera el ingreso a la planta permanente conforme lo dicho precedentemente.

A mayor abundamiento, se pretende que el artículo 14.2 sea interpretado de forma tal, que todos los agentes que componen las plantas -permanente o transitoria-, queden comprendidos en la disposición en la inteligencia de que en sus términos no se menciona específicamente que esté destinada exclusivamente a la planta permanente.

Entender el artículo de esta forma, nos conduciría a interpretar que a lo largo de todo el texto de la norma, en aquellos artículos en que no se haga específicamente referencia a la planta permanente, nos estaremos refiriendo a la totalidad del personal, planta permanente y planta transitoria. De interpretar la norma de esta forma, los empleados de planta transitoria contarían con todos los derechos y obligaciones que contiene la resolución 504/05, menos los únicos cinco artículos en donde se menciona específicamente a la planta permanente (Art. 2: Que menciona que la jornada de trabajo del empleado de planta permanente es de 40 horas semanales; Art. 5: Que explica el modo en que deben designarse los empleados de planta permanente, y que se lo debe escalafonar en los términos de esta misma norma; Art 14.1: Que reconoce la estabilidad del empleado de planta permanente; Art. 20: Que simplemente menciona la orientación de la carrera de los empleados de planta permanente, sin mencionar la orientación que tendría la de los de planta transitoria; Art. 22.: Donde se explica que el ingreso a planta permanente debe ser por concurso ingresando en el nivel inferior de la carrera o como funcionario.)

De esta forma la categoría de planta transitoria, tendría derecho a la estabilidad a la carrera administrativa, a las evaluaciones de desempeño, a cumplir el horario según su designación, y al mismo tiempo no requeriría de concurso para su ingreso, lo cual sería un privilegio inaceptable respecto a aquellos que integran la planta permanente. Asimismo, no sería necesario su ingreso en el nivel inferior de la carrera, no debería estar sujeta a las categorías que menciona la propia ley, etc.

Por ello, considero que corresponde que este Consejo arbitre las medidas necesarias para que se realicen los concursos de cargos con fundamento en todo lo expuesto. Asimismo, entiendo como fundamental, comenzar a trabajar en la reforma de la Resolución Nº 504/05 en los aspectos pertinentes en relación con el tema en estudio y a fin de evitar que se reiteren en el futuro situaciones irregulares que vulneran los principios de razonabilidad y legalidad, que deben regir el accionar administrativo, para lo cual sugiero, empezar por eliminar en este acto lo dispuesto por el art. 6.2 último párrafo y la modificación del art. 7 segundo párrafo, eliminando la frase “...pero será...hasta dos (2) años)” y cualquier otra resolución que contradiga el sentido de los términos expuestos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En realidad, quiero aclarar que se refiere al 6.3 y no al 6.2


Tiene la palabra la doctora Moya.

Dra. Moya.- Voy a adherir, en principio, al voto de la doctora Cavaliere en cuanto a que los argumentos expuestos sobre la diferencia que hay entre la planta transitoria y la planta permanente. Tengo en cuenta las disposiciones de lo expuesto por los colegas que me precedieron en el uso de la palabra –la doctora Blasi y el doctor Cozzi-, pero con relación al tema concreto que se examina en el día de la fecha, considero que es conveniente resolver positivamente la cuestión habida cuenta que los pronunciamientos, aunque no sean vinculantes de Recursos Humanos y de la Dirección de Asuntos Jurídicos, nos han dado una interpretación que era de público y notorio por todos los empleados del Consejo de la Magistratura y del Poder Judicial que administramos. Motivo por el cual siempre hubo una lógica expectativa en cuanto a que correspondía el pase a planta permanente si cumplían con las disposiciones de la Resolución 504 en la forma en que fue interpretada por las mencionadas oficinas.


A mi modo de ver eso es algo que ahora con la perspectiva de la resolución madre que aborda el caso del personal del Consejo de la Magistratura no se puede cambiar...

Dra. Blasi.- ¿Por qué no se puede cambiar?

Dra. Moya.- No se puede cambiar habida cuenta de que son de ahora en más. Desde ya me pronuncio por el hecho, como dijo el doctor Cozzi, de que para ingresar a la planta permanente deberían sustanciarse los concursos que las propias áreas establezcan para cubrir los cargos que sean necesarios.

Dra. Blasi.- Lo que digo es que primero hay que arreglar la Resolución 504 y, concomitantemente con eso, ver la solución. 

Dra. Moya.- Exacto. En eso coincidimos. 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Les pido que permitan que cada uno exponga su posición y luego les formulamos las preguntas que creamos oportunas.

Dra. Moya.- Entonces, en definitiva, mi postura es que se vote por la afirmativa la propuesta que tenemos en consideración –actuación 1845 y sus acumuladas- conforme los dictámenes ya conocidos. Por supuesto que me parece que corresponde asignarnos una política de recursos humanos y, entiendo yo, que quizás en dos plenarios mediante tendremos resuelta la reforma de la Resolución 504 que, hoy por hoy, no estamos en condiciones de abordar completamente.


Este es el orden que yo propongo para resolver este asunto.

Dr. De Giovanni.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el consejero De Giovanni.

Dr. De Giovanni.- En primer lugar, quiero decir que está muy bien el voto de la doctora Blasi, y que en gran parte es coincidente con el de la señora presidenta. 


Lo que quiero señalar acá, porque yo también estaba un poco confuso y quería sancionar simultáneamente la reforma normativa con la resolución de los casos concretos, es que en una conversación previa que mantuvimos la doctora Cavaliere he aclarado bastante el panorama.


Debe tenerse en cuenta que acá se ha introducido un criterio muy importante en la moción de la doctora Cavaliere, que es la casuística. Es decir, acá más que un tema general de interpretación de las normas se trata de un tema de adaptación real de las normas, por lo menos a su espíritu. Si las tareas transitorias que venía realizando alguien se han convertido en permanentes en el seno de la institución, entonces, la persona que las realizaba merece estar en la planta permanente.


Tal como dice la doctora Blasi, esto debe quedar más claro en la norma general, pero debo decir que previo a esta reunión me tomé el trabajo de estudiar estas peticiones -y la señora presidenta me ha ayudado en esta tarea- y considero que en todos los casos se trata de personas que realizan tareas necesarias para el Consejo; por ende, voy a votar por hacer lugar a la petición. Y, al mismo tiempo, también voy a votar por que abramos un paréntesis -como dice la doctora Blasi- para estudiar la normativa, si es que resulta oscura. A lo mejor con esta interpretación resulta clara, pero siempre se pueden perfeccionar las normas. Asimismo, voy a votar a favor de establecer un plazo para reformar la norma.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el consejero Mas Velez.

Dr. Mas Velez.- En términos generales estoy de acuerdo en que planteó la presidenta, la doctora Blasi y el doctor Cozzi. Mi lectura del marco normativo es que no hay un problema de derechos individuales sino de decisión de la Administración, en el sentido de evaluar si estas tareas que en su momento supuso que iban a tener un lapso corto de duración, en la medida que habría algún pico de demanda o alguna actuación particular que así lo justifique, terminaron siendo verdaderamente extemporáneas. Si se evalúa que a mediano plazo nosotros vamos a necesitar que se cumplan esas tareas me parece razonablemente resolver si en estos casos corresponden las designaciones. 


Aclaro que yo no he evaluado las catorce posiciones que nosotros estaríamos creando en planta permanente, y que en eso me allano al criterio que se haya formado la Presidencia en cuanto a la razonabilidad de que nosotros le demos vocación de permanencia a estos cargos y sus tareas.


Y, en cuanto a los votos de Carla, de Liliana y de Eugenio, quiero decir que comparto el criterio de la interpretación del marco normativo pero con alguna sutil diferencia en términos del problema de estabilidad, teniendo en cuenta algún fallo de la Corte. Como veíamos el otro día, el marco normativo parecía no hacer una distinción muy clara de los efectos que tiene estar en un encuadramiento o en otro.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- ¿Te puedo hacer una pregunta en relación a eso? Porque tanto de la unidad de la doctora Blasi como de la mía buscamos alguna otra jurisprudencia que fuera distinta a este criterio, porque el fallo de la Corte que citamos era del año 2001. No encontramos ningún criterio posterior; a lo mejor no está colgado de la página de jurisprudencia de la Corte.

Dr. Mas Velez.- Yo recuerdo uno reciente de la Corte sobre estabilidad. Lo vamos a buscar, porque eso nos va a ayudar a definir el criterio, que hoy es un poco más restrictivo que el que teníamos nosotros hace una década. Ese es un punto interesante para trabajar. Más allá de que el marco normativo no fue muy claro en los efectos distintos que tiene estar encuadrado en una planta o en la otra, sobre todo cuando en una asignación de tareas no se fija un plazo. Que es la situación en la que quedó el Poder Ejecutivo local cuando incorporó a la planta transitoria un número equis de personal y después tuvo que dar un marco jurídico especial que todavía hoy sigue siendo discutido, producto de que nunca se le había puesto un término a esas designaciones.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Precisamente,  si ustedes ven los fundamentos de la 504, verán que ese decreto del Ejecutivo y una resolución de la Legislatura  fueron lo que hicieron que dictáramos la 504 y que adoptáramos particularmente su artículo 7°, en lo que respecta a los contratos. Precisamente se tomó esa resolución y una resolución interna de la Legislatura de la Ciudad para decir que vamos de la mano con lo que ya resolvieron los otros poderes del Estado.

Dr. Mas Velez.- Por eso digo que estaría bien si nosotros decimos que no es un problema de derechos individuales sino que es una cuestión que discrecionalmente resuelve este plenario en relación al tiempo durante el cual nosotros especulamos que vamos a requerir de las tareas. 


Si la evaluación de la Presidencia -porque yo no la he hecho- indica que estas catorce posiciones resultan necesarias, a mí me parece prudente hacer lo siguiente: primero, que las creemos dentro de la planta permanente; segundo, que transitoriamente -que es el segundo mecanismo que no deberíamos utilizar con la habitualidad con la que lo utilizamos, y en eso tiene razón Eugenio, las vacantes que nosotros tenemos para incorporar las cubramos con las personas que hasta ahora han hecho la tarea, porque en principio no tenemos ninguna duda en que, por lo menos, no son absolutamente inidóneos para el cumplimiento de las tareas que realizan; y, por último, que destruyamos explícitamente esos catorce cargos de la planta transitoria, de forma tal que no quede la tentación de cubrirlos nuevamente sin necesidad.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Quiero aclarar que catorce son las personas que han hecho la solicitud pero que hay más personas en la misma condición. Incluso, en esta lista de los catorce no está la persona a la que se referencia el dictamen de Jurídicos, que es Bensusan, y que sí aparece en la lista posterior. Ella no está dentro de las catorce que conforman la 18545 y sus acumuladas, aunque sí está en la otra lista que figura dentro de la actuación y que es más completa.

Dr. Mas Velez.- ¿Pero nosotros resolvemos por la presentación esta o por todos?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hay catorce personas que se presentaron, más Bensusan -que no está en la actuación pero Jurídicos también la mencionó, con lo cual debe estar en la acumulada y a mí se me pasó-, pero en realidad hay cincuenta y tres personas que están en esa condición.

Dr. Mas Velez.- ¿Que incluyen a las catorce estas?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí, que las incluyen.

Dr. Devoto.- ¿Y, en definitiva, lo que estamos haciendo ahora es reconocerles el carácter de planta permanente a estas personas?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No. Hay varias propuestas.


El marco jurídico en el que fundamentan Eugenio, Liliana y yo es el mismo: la interpretación del 14.2 en relación a los artículos 6°, 7° y 22. 


Si no le interpreto mal el voto, Liliana propone que veamos de acá para adelante una modificación del Reglamento concomitante a la resolución de esta situación. 


Eugenio dice que para solucionar esto les debemos reconocer el derecho al concurso que les da el artículo 22.


Yo digo...

Dr. Devoto.- Disculpame; entonces no solucionamos el caso puntual de estas catorce personas.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No. Lo que yo digo es que analicemos cada caso particular, que Juan Pablo lo estaba referenciando al análisis que hice yo de las presentaciones.


Tal vez en esto la única ventaja de conocer a las personas que están aquí es la que me da la permanencia en la institución durante un cierto tiempo, y más que a las personas en sí a las tareas que ellas desarrollan en el ámbito de sus distintas incumbencias, para no hacerlo personal sino orientarlo a la tarea en sí. Me parece que a esto se sumó Julio.


Y la posición de Teresa es completamente distinta, porque dice que habría que reconocerles lo que dice Jurídicos, que yo no compartía porque entiendo que reconoce un derecho que nos atrapa de acá a futuro. 


Y después, pensando en cómo se había armado la 504, debo decir que en el artículo 14.1 se incluyó específicamente el tema de la estabilidad y dice “planta permanente”; si no no hubiera hecho ningún distingo, porque la planta del Consejo se conforma de transitorios y permanentes. 


En su momento se discutió mucho cuando se habló de derecho a la estabilidad porque, si mal no recuerdo, nosotros veníamos de una situación en la cual la estabilidad no estaba consagrada en la normativa del Consejo de la Magistratura; incluso, propiciado por la Asociación de Magistrados que integro, se modificaron algunos artículos en la resolución para reconocer un derecho a la estabilidad, y los gremios se sumaron a ello. Y, por ejemplo, hemos tenido resolución en contrario en uno de los autos que citó la doctora Blasi en el fundamento de su voto, que fue “Cejas, Lorena s/ amparo” del Juzgado Contencioso Administrativo y Tributario N° 7.


Yo hablo de analizar cada caso en particular, y por eso no propiciaba la reforma de la normativa. 


Puedo adherir a lo que está propiciando Eugenio en cuanto a suprimir de la redacción lo del artículo 7°. Pero no estoy de acuerdo en relación a suprimir el 6.3, porque yo creo que políticamente el organismo puede reservarse la facultad de designar en algunos casos. Salvo que digamos que toda otra tarea que sea extra a la de la planta permanente sólo va a ser por contrato; con lo cual elimino el 6.3. Lo opción sería que de ahora en más cuando se nombre en planta transitoria se deba establecer cuál será el tiempo y la tarea específica que la persona va a realizar.

Dr. Cozzi.- En realidad lo del artículo 6.3 lo incluí para evitar que esta composición interprete la cuestión de una forma y la nueva composición la interprete de otra.

Dr. De Giovanni.- Yo le quisiera hacer un agregado que funcione como parte resolutiva en el reconocimiento específico que hagamos, no de un número determinado de personas sino de las personas que en la actualidad su función transitoria haya sido transformada en permanente por los requerimientos laborales del Consejo de la Magistratura. Sería una norma interpretativa, y sería que quede a interpretación de la Presidencia, con el asesoramiento de las áreas correspondientes, si la función dejó de ser transitoria para ser permanente. Eso es lo que votaríamos hoy. Y, al mismo tiempo, si tenemos que discutir cuál va a ver ser la política, estaríamos ante la posibilidad de que a partir de ahora sólo se hagan contratos y no más inclusión a planta transitoria, que sería la reforma a toda la normativa como se está proponiendo acá.


O sea que el reconocimiento será acotado a los casos individuales que reúnan las condiciones. Es decir que si no quedara clara la norma será una condición de apreciación de la esencia de toda la normativa.

Dra. Blasi.- A mi me parece que eso trae un problema de desigualdad entre las personas que hacen su reclamo y las posibles que puedan ingresar dentro de un tiempo. Es por eso que pido en mi voto –y en esto me diferencio de los demás- que se reforme primero la Resolución 504 para tener una política clara según los argumentos que di en su momento y, concomitantemente, se resuelvan todos los casos de las personas y no de tan solo catorce o quince ya que ahí estaríamos en una desigualdad de los distintos agentes. Yo no tengo como fundamento la diferencia de tareas; es decir que ahora se considere que es necesaria, etcétera. El hecho es que hay un montón de gente que está en planta transitoria y necesita saber si va a pasar a planta permanente.


Yo quiero que, concomitantemente con la resolución de la situación de todas esas personas, se reforme la ley para no tener nuevamente problemas con el sindicato. Me parece más justo para todos los empleados, que hoy serán catorce, mañana treinta y dentro de dos meses serán los que vayan pasando porque no todos entraron el mismo día, a la misma hora y en la misma situación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Por eso, aclaré que contemplé que hoy hay 53 personas.

Dr. Blasi.- Me parece que no hace a la igualdad del empleado público el hecho de dejar al criterio subjetivo de alguien pensar que hoy tiene que pasar una cantidad de catorce personas, mañana unas quince y pasado mañana cuarenta y seguir sin reformar algo que nos va a traer problemas para los que ingresen en el futuro.


Entonces, si nosotros tenemos concomitantemente una política para el futuro y reglamentamos la Resolución 504 como corresponde, al mismo tiempo solucionamos todos los problemas. De lo contrario, dentro de cuatro meses vamos a seguir teniendo a gente que ingresó con un contrato y respecto de la cual no sabremos qué hacer.

Dra. Moya.- Coincido en cuanto al principio de igualdad...

Dra. Blasi.- Lo que pasa es que no se sabe exactamente cuántos son.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Son 53.

Dra. Blasi.- Yo solucionaría todos los problemas concomitantemente con la reforma y, de allí en adelante, todo el mundo que trabaje en la Justicia de la Ciudad de Buenos Aires sabrá a qué atenerse.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si me permiten, yo quiero aclarar que catorce hicieron la presentación y con un año de planta transitoria tenemos a 53 personas.

Dr. Mas Velez.- Lo que quiero decir es que para mí el universo de 53 personas es irrelevante porque yo no reconozco el año.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- El informe de Recursos Humanos indica que con un año de antigüedad hay 53 personas, las que están en la misma situación que las catorce que hacen el reclamo.

Dr. Mas Velez.- La única diferencia es que las catorce se presentaron y lo dijeron.

· Varios señores consejeros hablan a la vez.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Perdón, pero falta que el doctor Devoto exponga su postura. 

Dr. Devoto.- Dentro de esas personas que menciona Carla...

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí, personas que, como dice la doctora Blasi, aumentan todos los meses.

Dr. Devoto.- ... están mezcladas las personas que entraron a transitoria directamente con los que están contratados.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En realidad, también hoy esos contratados están en transitoria. La diferencia es que algunos entraron originariamente como contratados y otros entraron directamente a la planta transitoria.

Dra. Blasi.- Para mí eso es según cómo se interprete el artículo.

Dr. Devoto.- Entonces, ¿la posibilidad de analizar caso por caso para ver el tema de la planta transitoria sería para todos; es decir, indistinta para unos y para otros?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Acá la discusión es que la mayoría de la gente se presenta y dice: “Vea, tengo un año en la planta transitoria y el 14.2 dice que debo pasar a la planta permanente.” Esta es la interpretación que recogía la doctora Moya y que, a su vez, es la que sostiene Recursos Humanos y la Dirección de Asuntos Jurídicos. La interpretación de la normativa que hacemos los demás dice que una cosa es la planta transitoria y otra la permanente y que la estabilidad establecida por la ley luego de un año corresponde a los de planta permanente.

Dr. Devoto.- ¿Ustedes lo que sugieren es analizar toda la parte de la planta transitoria?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- A mi modo de ver ésa sería la solución integradora que, en cierta forma, recoge todo lo que aquí se está diciendo. Es decir, tratar a todas las personas con la misma situación...

Dr. Mas Velez.- Eso es inevitable.

Dr. Devoto.- En principio, estoy en un todo de acuerdo con el tema jurídico, y sobre todo de fondo y, en el resto, estoy de acuerdo con la posición expresada por el doctor Cozzi.


Creo que el problema de la resolución de la situación de la planta transitoria es algo que, lamentablemente, nos viene como heredado y es una consecuencia de una no muy feliz redacción de la Resolución 504 más la mezcla de los dictámenes mencionados por la doctora Moya. Ahora bien, si nosotros resolvemos cada caso en forma particular, como decía la doctora Blasi, no sé si vamos a ser del todo justos porque, seguramente, se incorporará a la planta permanente gente que entró contratada. Y en este caso aclaro que estoy pensando en la gente que trabaja; en aquellos que ingresaron mediante una carrera administrativa. Adoptando esta solución, y por tener que resolver un tema que se nos viene planteado así, estaríamos haciendo entrar por otro lado a gente que no cumpliría con la formación y, en el caso de muchos, en base a la interpretación del artículo 14.2 que, como bien dice el doctor Mas Velez, no deja de ser una interpretación que puedo no tener en cuenta.


Por eso, me siento como el doctor Cozzi. No sé si puedo dar una solución ya que los casos son distintos y pienso que podría ser injusto con mucha gente que bien me podría decir que, por querer resolver un tema, estoy incorporando a la planta permanente gente que no cumplió con los requerimientos de la Resolución 504 y con una interpretación sobre la que muchos dicen no están de acuerdo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entiendo que la sugerencia del doctor Cozzi es atendible y se puede modificar. Puedo estar de acuerdo en quitar el artículo, pero también entiendo que el organismo puede tener un criterio de administración diferente e interpretar la norma como corresponde. De ahí que pedí el informe; es decir para que se comprenda que aquí no se han adoptado resoluciones que van en contra de la normativa. No hay ninguna resolución adoptada en contra de esta interpretación en que los tres fuimos contestes en el 14.2.


En función de eso, podemos estar de acuerdo en modificar eso y establecer que el criterio del organismo en el futuro será que todos aquellos cargos que no se puedan cubrir con la planta permanente serán cubiertos con contratos acotados, reformando el artículo 7 y haciendo desaparecer el 6.3, tal como lo sugieren los doctor Cozzi y Blasi. También se puede mantener el 6.3 con un criterio restrictivo y acotado, como es en la propuesta mía, y hacer la designación con una tarea específicamente determinada. Creo que las dos no son incompatible y yo voy a estar de acuerdo con la postura que termine por poner una solución a este hecho.


Ahora bien, para no decir que los voy a incorporar a todos porque me lo están pidiendo –y aclaro que los conozco porque transcurrió el tiempo y porque los contratos los firmé personalmente con cada uno para saber quién era y qué hacía-, no puedo dejar de tener en cuenta que aquí se acabó con la tercerización de determinados servicios para asumirlos como propios. Cuando armamos JusCABA y decidimos que el soporte técnico lo haría el Consejo de la Magistratura incorporamos personal y las designaciones se fueron manteniendo en el tiempo. Lo mismo puedo decir respecto de la planta de infraestructura ya que hemos asumido no tercerizar más lo que es el mantenimiento de los edificios.


Es por estos hechos que propongo el análisis de cada caso concreto porque lo cierto es que no tenemos por qué estar prorrogando los contratos hasta llegar a los dos años. Es evidente que en algún momento tendremos que hacer el análisis global –que lo deberemos hacer antes del 30 de noviembre cuando venzan los contratos- de ver qué contratos son estrictamente necesarios y cuáles no. Y lo mismo vamos a tener que hacer con los casos de pase a la planta transitoria.


Como decía el doctor Mas Velez, yo también creo que tienen que ingresar por concurso. Y esto creo que lo dijo también el doctor Cozzi, pero también es cierto otra cosa que planteaba el doctor Mas Velez. Es decir que estas personas, en principio, se vienen desempeñando con un criterio de idoneidad, de lo contrario no hubieran sido renovados sus contratos ni hubieran sido incorporados a la planta transitoria. Entonces, bajo ese paradigma, decir ahora que los voy a someter a un mecanismo de concurso me parece injusto.

Dr. Devoto.- Obviamente,  Carla de hace mucho más tiempo que está en el organismo y, posiblemente, eso permita hacer una evaluación mucho más concreta de la gente. Pero yo no estoy en la misma condición que vos en eso, y lo reconozco, y por eso creo que para mí la decisión es más complicada.


Creo que, tomemos una resolución u otra, y por más que queramos ser lo más ecuánime posibles, siempre va a haber alguien que va a verse dañado en sus derechos, y no sé si no será peor el remedio que la enfermedad; por lo tanto, estoy conteste con la postura de Eugenio.

Dr. Mas Velez.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el consejero Mas Velez.

Dr. Mas Velez.- La verdad es que yo plantee mi opinión en relación a este tema hace una o dos semanas, cuando se trató por primera vez, y hoy fui sintético en el entendimiento de que todos estábamos en aquella discusión y de que todos habíamos entendido cuál era el planteo y de qué estábamos hablando. Ahora, que veo cuáles son las posiciones que se plantean, teniendo en cuenta que hay un punto en el cual no estamos dialogando, porque uno manifiesta determinados argumentos o plantea determinadas posiciones y no recibe respuestas a esas posiciones sino afirmaciones que no toman en consideración estas cuestiones, quiero repetir lo que yo entiendo es el encuadramiento que le corresponde al problema.


Debe haber una distinción previa entre la persona que ocupa el cargo y el cargo en sí. Yo acá esto discutiendo, como dije en un principio, no sobre las personas sino sobre los cargos, y digo esto porque no hay un problema de derechos individuales. Yo creo que el marco normativo es clarísimo, y en él no hay derecho a reclamar la incorporación a otro encuadramiento distinto del de la planta transitoria. 


Quizás sí habría derecho a que se dé certeza en términos del tipo de relación que tiene. Y dar certeza implicaría que este Consejo no debería decir sine die “Necesito este cargo transitorio” y sine die “Designo a tal persona en ese cargo”.


Creo yo, y en eso marco en términos de la situación personal alguna disidencia, que podríamos no coincidir con la estabilidad en ese punto que he planteado antes, pero en términos generales esa es una primera distinción que habría que hacer: entre la persona y el cargo.


En primera instancia, yo no veo un problema de derechos individuales. Yo decidí crear esos cargos en la planta transitoria porque en algún momento evalué que tenía una necesidad equis que transitoriamente necesitaba atender. Por lo tanto, designé a algunas personas por un mecanismo que no es el del concurso sino por uno discrecional del mejor entendimiento de este plenario. 


La verdad es que eso no se distingue de la situación que tenemos en el momento de proveer en la planta permanente. Lo que yo hice fue designar a fulano interinamente a cargo de una tarea equis en la planta transitoria, y la verdad es que en la planta permanente yo podría haber hecho exactamente lo mismo, lo cual he hecho en reiteradas oportunidades en los últimos tiempos, porque he designado a tal persona interinamente a cargo de tal tarea en la planta permanente. 


Entonces, vuelvo al punto de que, distinguiendo entre las personas y los cargos, el primer problema es que yo decidí tener equis cantidad de personas en la planta transitoria. Ahora bien, ¿esos cargos siguen teniendo vocación de transitoriedad? ¿Yo veo que en el corto plazo esa exigencia de tareas va a desaparecer y, entonces, esos cargos van a tener que desaparecer? Si es así debo mantenerlos en la planta transitoria y, de última, plantearles a estas catorce personas que, en mi especulación, dentro de los próximos 6 ó 12 meses esos cargos no va a tener más razón de ser, y de esa manera les damos certeza. Y si dentro de 6 ó 12 meses se acaba el cargo, por ende, la estabilidad -que es relativa a la estabilidad del cargo- perdería efecto.

Dr. Devoto.- Vos estás haciendo referencia a los contratados que cumplieron los 2 años.

Dr. Mas Velez.- Ahora todos son de la planta transitoria. Me refiero a toda la gente que está encuadrada en la planta transitoria.

Dr. Devoto.- Es que no todos ingresaron de la misma manera.

Dr. Mas Velez.- Más allá de la razón por la cual la persona haya ingresado, lo cierto es que son fulanos que hay sido designados por este Consejo a la planta transitoria. Yo no puedo hacer esa distinción de origen. Sí podría distinguir entre aquél que pasó el concurso y entre el que no lo pasó, y ahí sí hay un tema de estabilidad en la planta permanente en el que podríamos tener alguna sutil diferencia con Liliana.

Dra. Blasi.- Yo me apego a lo que dice la resolución.

· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Dra. Blasi.- Yo pienso que con mi moción solucionás el problema de todos sin ninguna connotación subjetiva, y por ahí no sos injusto al poner en la planta permanente a alguien que cobre un sueldo mayor y dejar esperando a otros que cobren menos. Y, por otro lado, si vos tenés una política y concomitantemente con eso arreglás todo el tema anterior solucionás el problema mucho más fácilmente.

Dr. Mas Velez.- Yo creo que el marco normativo es claro, que nosotros tomamos decisiones cuando creamos cargos en la planta transitoria, y se debió a que eso era transitoria, y que a la gente la designamos con los mismos mecanismos por los cuales los designamos en la planta permanente, porque nosotros podríamos haber provisto esos cargos por un mecanismo de concurso y lo hicimos por un mecanismo de mayor discrecionalidad porque así nos pareció correcto. Y lo que nosotros no podemos decir, porque es un problema que tiene la función pública, es que nosotros no somos continuadores legales de todo lo que ocurrió en el Consejo anterior.


Creo que en el punto de lo que planteás vos, Liliana, y me interesaba charlarlo con vos porque yo no creo estar planteando una salida ni mucho menos, es que como yo no veo que haya un problema de derechos individuales comprometido no creo que haya una posible solución injusta. 


Es cierto que detrás de cada relación de empleo hay una dimensión humana que yo preferiría no abstenerme de tener en cuenta. Es cierto que uno puede decir que a la hora de dar mayores certezas yo no debería ni considerar a los catorce que se presentaron con privilegios sobre los demás y debería traer a todo el universo, con abstracción de que tengan o no un año de antigüedad, porque para mí el año de antigüedad no genera ninguna diferencia de trato razonable, y debería empezar a considerar la racionalidad de incorporar los cargos a la planta permanente o de contestarles sobre cuál es el período en el cual va a vencer esa transitoriedad a partir de los sueldos inferiores hacia los superiores. 


Podría compartir ese criterio y tenerlos a todos a la vista al momento de tomar la decisión; sin embargo, como lo que yo veo son los cargos y no las personas, para mí esa razón es de segundo orden. Entiendo que la razón de primer orden es administrar razonablemente los recursos de los porteños gastando lo que corresponda para que funcione razonablemente bien la Justicia. Y, como esa es mi prioridad, lo que yo debería definir rápidamente es por cuánto tiempo más voy a necesitar estos cargos transitorios; porque yo no debería ni incorporar irresponsablemente a la planta permanente cargos que pueden ser desactivados en un corto plazo ni debería -como razón de segundo orden- seguir sometiendo a esta gente a una situación de incertidumbre cuando mi análisis del cargo me permite decir que dentro de tanto tiempo yo voy a necesitar este cargo, porque en ese caso no tiene sentido que yo mantenga ese cargo en la planta transitoria y debería pasarlo a la permanente; en ese caso no tiene sentido que mantenga a la persona sometida a una incertidumbre, lo cual no se merece, porque me queda claro que en los próximos años voy a necesitar ese cargo. Me parece que esa es la decisión.


Es cierto que esto que yo planteo no resuelve nuestra relación con el Sindicato y que recurrentemente nos va a llevar a una situación de conflicto. Y esa situación de conflicto va a resultar de lo siguiente: la persona está en la planta transitoria y, como empleada, tiene la sensación de que el cargo que ocupa se puede explicar como para que se quede de por vida; con lo cual, el Sindicato siempre va a estar obligado a representar ese reclamo y yo siempre voy a estar obligado a decir “No, pará. ¿Corresponde que esté en la planta permanente o en la transitoria?”, y en un punto siempre vamos a disentir. Él siempre va a tener un cargo de más con vocación de permanente y yo, razonablemente, voy a arrancar teniendo uno de menos, porque esa el la lógica de los trabajos que cado uno tiene. A mí me toca ser la patronal, me guste o no, y a él le toca ser la parte trabajadora; seguramente le gustará más, porque siempre es más lindo estar del lado de la Justicia del que me toca a mí, pero así es la vida.

Dr. Devoto.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el consejero Devoto.

Dr. Devoto.- Una pregunta. Suponete que nosotros revisamos una determinada función que está ejerciendo una persona que fue contratada y que pasó a la planta transitoria como consecuencia del paso de los dos años, y digamos que, efectivamente, ello ameritaría que nosotros creemos un cargo en la planta permanente para esa función, ¿a quién ponemos a cargo de ese cargo?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Lo que decía Juan Pablo es que a la persona que lo viene desempeñando.

Dr. Mas Velez.- Hay muchas alternativas. Yo podría crear un cargo en la planta permanente y designar a cualquiera, llamar a concurso o designar a alguien interinamente. Porque si no hay concurso la persona siempre tendrá vocación de interinato; entonces, que yo ponga a un fulano con discrecionalidad, sin el procedimiento de concurso, o lo designe...

· Murmullos en la sala.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Les pido por favor a todos los que están alrededor de la mesa que guarden silencio, porque si no los taquígrafos no pueden tomar nota.

· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Dra. Blasi.- Quisiera leer lo que...

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- ¿Me permiten ordenar la reunión? 

Dra. Blasi.- Sí; ordená.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Juan Pablo le está constatando una pregunta a Mauricio. Para cuando él termine me han pedido la palabra Eugenio, Teresa y Liliana.


Les pido por favor que no hablen todos a la vez porque si no los taquígrafos no nos pueden seguir.

Dr. Mas Velez.- Creado el cargo en la planta permanente, cualquiera de los dos mecanismos que utilicemos para designar, ya sea elegir a cualquier persona discrecionalmente por decisión del plenario o elegir al que está desempeñándose en la planta transitoria, en ambos casos se tiene vocación de interinato hasta tanto se lleve a cabo el concurso, que es cuando la persona queda estable en el cargo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Aclaremos que ese es el mecanismo de evaluación de la 504.

Dr. Mas Velez.- Así es.


Lo que yo decía es que si las personas no fueron marcadamente inidóneos uno los podría elegir para ocupar los cargos.

Dr. Devoto.- Entonces, en definitiva, la solución no es tampoco tan simple.

Dr. Mas Velez.- Es que la pelea no es entre esa persona y otra que esté en la carrera sino entre esa persona y otra que venga de afuera, que con todo derecho podría preguntar “¿Por qué él y no yo?”

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el consejero Cozzi.

Dr. Cozzi.- Me parece que la propuesta del concurso no es incompatible con lo que dice Juan Pablo, porque justamente para llamar a concurso tenés que determinar previamente para cubrir qué cargos. Por lo tanto, antes de hacer eso se deberá llevar a cabo un análisis para determinar cuáles cargos serán necesarios concursar a los efectos de otorgar una permanencia y cuáles no a los efectos de ponerles fin. Con lo cual, me parece que inevitablemente todo converge a decir que lo lógico sería que se llame a concurso.

Dr. Mas Velez.- Sí. El único punto es que estas personas no podrían presentarse para quedar estables en un concurso de sus cargos porque sus cargos no tienen esa vocación de estabilidad.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hay que transformar sus cargos en cargos de planta permanente.

Dr. Mas Velez.- Por eso la discusión primera nuestra debe ser si esos cargos son permanentes o transitorios.


Lo que digo es que el error que cometimos nosotros es que si dentro de 6 meses sus cargos dejan de tener utilidad se lo tenemos que decir hoy; no podemos tener a la persona toda la vida en esa situación. Pero esa angustia yo la resuelvo decidiendo si ese cargo tiene que ser permanente o transitorio, y aclaro que si todos los cargos transitorios tienen que pasar a ser permanentes pasarán.


Nunca me voy a olvidar del drama humano y me parece razonable lo que dice Liliana en cuanto a ver la situación particular de los que cobran menos, pero siempre debemos recordar que nuestra primera razón es la de administrar bien los recursos de los porteños.

Dra. Blasi.- Es que vos administrás bien los recursos, pero lo hacés a través de un Reglamento que no está bien hecho.

Dr. Mas Velez.- Es que para mí está claro, porque no hay derecho individual.

Dra. Blasi.- Yo quiero volver a remarcar lo que es planta transitoria. Según la resolución 504, la planta transitoria sólo está comprendida por el secretario de comisión y del Centro de Formación Judicial, el secretario técnico y de Coordinación, los secretarios letrados de los consejeros y la planta de asesores.

Y, por último, quienes sean designados para cumplir tareas normales y habituales que por circunstancias extraordinarias no puedan llevarse a cabo por personal de planta permanente.


Reitero que para mí hay que reformar la Resolución 504 porque, de lo contrario, seguiremos teniendo problemas con el sindicato, y con justa razón a mi criterio. Si se hace tomando ahora catorce, dentro de unos meses treinta, luego ochenta, no pararemos nunca en el tiempo. De la otra forma, se reforma la ley y, concomitante con eso, se arregla toda la situación del universo de gente que está en planta transitoria. Si no, no se necesita más al doctor Heller o al doctor Duquelksy, que son transitorios...

Dr. Mas Velez.- Es el cargo, no la persona.

Dra. Blasi.- No hay tanta distinción porque la persona es el cargo.

Dr. Mas Velez.- No veo las cosas tan claras.

Dra. Blasi.- Acá hay personas que tienen derecho a la estabilidad en un empleo público, pero hay que arreglar esto y, de aquí al futuro, el que viene contratado por un tiempo para cumplir una función, tiene que estar el tiempo previsto y luego irse. El tema es que tenga claro a qué atenerse. Es lo mismo que mi caso. Me eligieron por cuatro años y sé que luego de ese tiempo me voy. No puedo andar pidiendo que me pongan en otro lado.


En definitiva, arreglemos el tema del universo de gente y, concomitantemente, resolvamos el tema de la ley.

Dra. Moya.- Aquí se ha dicho que yo tengo una posición distinta a la que se ha mantenido aquí. Pero de todos modos, aunque las líneas argumentales para apoyar mi pensamiento sean distintas a las de otros consejeros, mi postura se basa en muchas expresiones que aquí fueron mencionadas. Uno, con el principio de igualdad. Otro, con el hecho de analizar caso por caso en virtud de que hay gente que ha estado realizando por mucho tiempo una determinada tarea que el Consejo advierte que es necesaria.


El consejero Mas Velez ha sostenido que nosotros somos jurídicamente la continuación de administraciones anteriores. Es decir, somos la continuación de una misma persona jurídica. Por ende, pienso que no podemos alegar la propia torpeza ya que hubo contratos y designaciones en planta transitoria –más allá de que ahora lo son por término- sin términos. Si el Consejo de la Magistratura ha designado a una persona en planta transitoria sin término, para mí, eso es algo sujeto a condición de que el Consejo de la Magistratura advierta que esa transitoriedad desaparece porque se cumplió o, lisa y llanamente, porque el cuerpo considera que esa tarea debe ser incorporada a la plantea permanente del Consejo de la Magistratura.


La doctora Cavaliere dijo claramente que hubo un momento en que anteriores conformaciones del Consejo tercerizaban muchas tareas, por ejemplo, infraestructura e informática. Muy bien. Pero luego cambió el criterio de la administración y hoy en día ese cambio está mucho más pronunciado. Y tan es así que se van a realizar un montón de modificaciones y adaptaciones edilicias bajo la Dirección General de Infraestructura con mano de obra propia.


En lo que hace a la parte tecnológica pasa exactamente lo mismo. Estamos adquiriendo redes e instrumentos y vamos a necesitar técnicos que estén en el mantenimiento de los insumos informáticas que necesita el Cuerpo y el Poder Judicial. Es decir, entonces, que ha habido grandes modificaciones. En consecuencia, aunque no hayamos cumplido con el requerimiento de la prolijidad de la administración en el sentido de haber creado los cargos frente a las novedades que se han producido, no quiere decir que ahora deba castigarse –digamos así- o poner en incertidumbre a las personas que cumplieron esas tareas que se necesitaban.


Hasta ahora ha regido la Resolución 504 en la forma en que fue interpretada por la Dirección de Asuntos Jurídicos y la Oficina de Recursos Humanos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Quiero hacer una simple aclaración.


La administración no adoptó ninguna interpretación conforme esa interpretación. Esta es la primera vez que hay un dictamen de la Dirección de Asuntos Jurídicos y del Departamento de Recursos Humanos en ese sentido.

Dra. Moya.- Aunque no sea la interpretación, me refiero a los hechos y costumbres, que también son fuente del derecho administrativo y que, a su vez, nos obligan –son fuente obligatoria del derecho administrativo- ya que ha sido la práctica del Consejo. Y ya estoy hablando de esta integración del Consejo en el sentido de que, verificado que determinado personal contratado o de planta transitoria ha cumplido equis tarea durante cierta cantidad de años, fue pasado a planta permanente.


Entonces, si hemos generado una costumbre administrativa, creo que nosotros ahora no podemos borrar lo que hemos venido consagrado jurídicamente. El marco normativo no está conformado solamente por la Resolución 504 sino también por la práctica que el Consejo de la Magistratura ha hecho de esta realidad.

Dr. Devoto.- ¿Hemos pasado gente a planta permanente?

Dra. Moya.- A planta transitoria hemos pasado seguro.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Según el informe de Recursos Humanos y la Comisión de Selección no hubo ningún acto administrativo que diera solución a casos como los que nos han venido planteando. Sí hubo algún ejemplo de una persona que era asesor y que en algún momento se desempeñó en la planta transitoria que hoy ocupa un cargo en la administración. Pero fue una decisión del plenario y no en que llevaba equis cantidad de tiempo en la planta transitoria.

Dra. Moya.- Entonces, me parece conveniente que tengamos en cuenta esa facultad o atribución del Consejo de la Magistratura.

Dra. Blasi.- Yo entiendo que el universo de gente que está solicitando pasar a la planta permanente tiene que ser tratada de acuerdo a lo que fija la Resolución 504.

Dra. Moya.- Dije hace un rato que me parece bien lo que dijo el doctor Cozzi de someterse al concurso porque es un requisito de ingreso a la planta permanente. 

Dra. Blasi.- Pero a todo el universo de gente.

Dra. Moya.- Eso es correcto y está bien. 


En definitiva, creo que estamos resolviendo dos cuestiones que no pueden ser analizadas con el mismo criterio y, en ese aspecto, disiento con algunas posturas.


Estamos resolviendo un expediente al cual no le podemos aplicar retroactivamente posibles reformas de la Resolución 504. Que hay que reformar la Resolución 504 no tengo dudas ya que hay que hacerla entendible.


Reitero una argumentación que ya dije en otras ocasiones. Insisto en que se vote este expediente, y se lo haga afirmativamente y, a su vez, propongo que se estudie el pase de transitorio a permanente, que es casi automático ya que están tácitamente creados en virtud del cambio de administración que mencionó la doctora Cavaliere cuando decidió dejar de tercerizar ciertas funciones como las de infraestructura y tecnología. En esos ámbitos es donde el Consejo de la Magistratura resolvió tener su personal propio. En consecuencia, en estos casos concretos hay que designar a esta gente en la planta permanente.
· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hay alguna gente en Tecnología con contratos de 1.370 pesos..

Dra. Moya.- Para mí la administración ya creó cargos de hecho y de derecho...

Dr. Mas Velez.- No, de derecho en planta transitoria.

Dra. Moya.- El debate que nos estamos debiendo es cómo clarificamos esta situación del paso de los transitorios a la planta permanente. Porque, por ejemplo, los pintores, los carpinteros, todos ellos hacen falta, y puede ser que yo haga un concursos de pintores...

· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Por favor, silencio.

Dra. Moya.- Para mí no podemos decir -como dice Juan Pablo-  que tenemos que dejar de lado los derechos individuales...

Dr. Mas Velez.- Yo no dije eso. 

Dra. Moya.- Los derechos individuales no se pueden dejar de lado.

Dr. Mas Velez.- Vos no podés decir que yo dejo de lado los derechos individuales. Eso es una falta de respeto.


Yo dije que no hay un problema de derechos individuales...

Dra. Moya.- Este es un problema individual.

Dr. Mas Velez.- No hay un problema de derechos individuales porque no hay un derecho que esté siendo agraviado. Ese es el punto.

Dra. Moya.- Bueno, pero vos mismo dijiste que no podemos cometer la arbitrariedad de decir “Bueno, creamos el cargo y ahora dejo de lado a este fulano y nombramos a cualquiera que se nos ocurra”.

Dr. Mas Velez.- Yo dije que se podía hacer, y que estaba de acuerdo con Liliana como razón de segundo orden, en evaluar la situación de los actuales miembros de la planta transitoria, pero que legalmente se podía hacer sin agraviar ningún derecho.

Dra. Moya.- “Seguro que se puede hacer” no; en nuestro derecho no; en la República Argentina no.

Dr. Mas Velez.- Sí; seguro que sí. Te tomo 100 a 1 a que sí. Lo hago como dice Eugenio: llamo a un concurso...

Dra. Moya.- ¿De pintores de brocha gorda?

Dr. Mas Velez.- De lo que quieras. ¿Sabés cuántos tipos hay afuera que pueden pintar con brocha gorda? Un montón.

· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Perdón. Si logro poner en orden esta discusión voy a suspender el plenario.


Un problema importante que tenemos en esta mesa es que no nos escuchamos y que cada uno cree que su argumento es mejor que el del otro, lo cual es válido, pero acá estamos todos llamados a resolver una situación. Con lo cual, punto uno, los invito a todos a que nos escuchemos y a que oigamos los argumentos que todos dan...

Dra. Moya.- Yo me basé en las contradicciones de todos los demás.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Estoy hablando de todos, no de vos, y de quien habla incluida. Escuchemos lo que dicen los demás.


En primer lugar, aquí tenemos un universo de personas para decidir una situación.


Más allá de las sugerencias de modificación de la resolución o no, salvo Teresa, todos estuvimos contestes en que la resolución 504 no dice lo que dicen Jurídicos y Recursos Humanos. Este es el primer punto en el que podemos decir que estamos todos de acuerdo, con excepción de Teresa. Nosotros creemos que el punto 14.2 de la resolución se aplica a las personas de planta permanente. 


Siguiente situación. Los votos de todos, aunque con distintos fundamentos, se plantean para solucionar este tema. 


Hay una propuesta de Liliana de pasar a todos a la planta permanente...

Dra. Blasi.- Concomitantemente...

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Estoy haciendo un resumen. Si ustedes me dejan terminar el resumen estaremos fantástico.


Decía que hay una propuesta de Liliana de pasar a todos a la planta permanente concomitantemente con la modificación del Reglamento. 


Hay una propuesta de Eugenio, avalada por Mauricio y que entiendo que va a en el mismo sentido de algunas de manifestaciones de Juan Pablo, de conceder la posibilidad de ingresar por el artículo 22 de la resolución 504. 


Hay una propuesta de Teresa que dice que, basándose en la conclusión de Recursos Humanos y de Jurídicos, estas personas son de planta permanente.


Finalmente está la propuesta que he hecho yo, que fue ampliada por algunos fundamentos de Julio, que dice que hay que pasar a estas personas a la planta permanente, en base al análisis que vengo haciendo gracias al conocimiento de las tareas, de la no tercerización de los servicios y del aumento de la administración.

Dr. Mas Velez.- ¿Cuál es el artículo 22?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Es el del concurso para entrar a la planta permanente.


Lo que dice Eugenio es que hay que reconocerles el  derecho al concurso. Después hay otra variante tuya en función a eso sobre...

Dr. Mas Velez.- No. No es otra variante. Porque lo que vos planteás está bien; el problema que tenés en tu planteo es con relación a cuál es el universo de casos que vamos a tomar en consideración. No son cincuenta y cuatro, seguro. Porque como no hay un problema de derechos individuales el año no hace el corte.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Bueno, entonces, mejorando mi propuesta originaria digo: sentémonos con todo el universo de personas transitorias, no importa cuánto tiempo hace que se están desempeñando en sus cargos.

Dr. Mas Velez.- Creo que es lo que planteaba Eugenio y lo que planteaba yo, con el único detalle de que si vamos a usar la vía de la excepción en términos de proveer interinamente hasta tanto se sustancie el concurso o si vamos a aplicar el principio general del concurso. Me parece que todos estamos de acuerdo en que la solución pasa por crear tantos cargos de planta permanente como se considere conveniente.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Exactamente. Eso es lo que planteo yo y lo que plantea Eugenio. La propuesta de Liliana es un poco distinta.

Dr. Mas Velez.- Después, en segundo orden, quedará a preguntarse si los que están en planta transitoria tienen que ser considerados en primera instancia para cubrir interinamente esos cargos hasta tanto se sustancien los concursos o no.

Dr. Duquelsky.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el doctor Duquelsky.

Dr. Duquelsky.- En realidad yo quería traer a cuento un antecedente que, en realidad, no es de aplicación con el régimen de la 504 de pase de la planta transitoria a la planta permanente.


Cuando se discutía si había algún antecedente o no, y viendo pasar a la gente alegre con la tasa de café, me quedé pensando y recordé una resolución del año 2003 para una situación análoga. Por tres resoluciones del año 2003 se designaron auxiliares de servicio en unidades consejeros que no estaban previstas en la dotación originaria. Y esta resolución, la 524 del 2003, dice que por necesidades de servicio se designan transitoriamente a cuatro o cinco agentes y que dichas necesidades, que en un principio se supusieron pasajeras con la puesta en marcha de la nueva estructura, demostraron ser permanentes y, en consecuencia, se transformaron los cargos y se los designó en la planta permanente con el argumento de que el transcurso del tiempo demostró que eran duraderas esas necesidades. 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Ese es el argumento que yo planteo.

Dr. Duquelsky.- Es cierto que en ningún caso diciendo que les existía un derecho subjetivo a exigir esto sino que fueron las circunstancias objetivas del funcionamiento del organismo las que demostraron que en ese momento las unidades de consejeros necesitaban un auxiliar de servicio.

Dr. Cozzi.- Pero la 504 modifica ese régimen.

Dr. Duquelsky.- En realidad no, porque el régimen vigente al momento de la resolución era equivalente; es más, era aún más complejo, porque no había ninguna norma de pasaje automático por el paso del tiempo ni nada por el estilo. Por eso muestra claramente que esa era decisión de la Administración en cuanto a determinar una necesidad.

Dr. Cozzi.- Pero para mí esta es más segura, porque si vos dejás abiertas las cuestiones a la interpretación hoy se puede pensar de una manera y mañana de otra. Me parece que la idea es justamente dejar pautas muy claras para que duren en el tiempo y que sean determinadas lo más subjetivamente posible.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Creo que en eso estamos todos de acuerdo. 

Dra. Blasi.- Yo en eso fui muy clara.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sin perjuicio de que, tal cual ha sido dictada, para mí la resolución 504 no tiene lugar a dudas, si en el espíritu de los demás es necesario una modificación hagámosla, para no dejar resquicios interpretativos. Después resolveremos si la tenemos que modificar o no de acuerdo a lo que todos pensemos.


Esto lo podemos resolver nosotros o lo podemos derivar a la Comisión de Selección; yo creo que se puede resolver ahora, aunque tardemos bastante tiempo en hacerlo.


Hay una expectativa en cuanto a la resolución de esta cuestión, porque nosotros nos habíamos comprometido con una fecha. 


Además del tratamiento de este tema, y esto lo conversé con el titular del gremio que en este momento está llevando adelante medidas de fuerza, hay dos o tres puntos para resolver. Yo los invité a concurrir a la reunión de la Comisión de Administración que se celebrará el lunes a las 15 horas para continuar con el tema de la porcentualidad.


Restaría decidir el tema de las categorías 19, 20 y 21, junto con lo que nosotros hemos planteado, que es la equiparación de estructuras administrativas y jurisdiccionales, y en nombre de todos nosotros les he solicitado que levanten las medidas de fuerza, para que, en un gesto de buena voluntad de los trabajadores para con el órgano de administración, podamos discutir en un mejor clima que no sea el de la medida de fuerza. Ellos se comprometieron a trasladar a sus bases este planteo. Por eso me gustaría que, aunque nos lleve toda la tarde de hoy, tratemos de ponernos de acuerdo en un criterio para tomar una definición en cuanto al tema de la planta permanente y de la transitoria.


A veces, aunque todos creamos que nuestros argumentos sean los mejores, porque por algo cada uno de nosotros se tomó su tiempo, investigó, analizó, hizo su fundamento y lo expuso acá, los invito a todos a ceder un poco en las posiciones en pos de llegar a una solución que sea satisfactoria para todos y que brinde una respuesta, aunque ésta no sea la esperada por el personal. Porque todos sabemos que hay mecanismos alternativos para discutir las resoluciones del Consejo, que no son las medidas de fuerza sino que, eventualmente, podría ser la judicialización en un expediente del trámite de lo que nosotros estamos tratando. Pero tratemos de darles una respuesta hoy mismo a los trabajadores de la planta transitoria. 


Adhiriendo a esa propuesta que hacían Juan Pablo, un poco Eugenio y otro poco Mauricio, tengamos en cuenta cuál es todo el universo completo de personas que se desempeñan en la planta transitoria, independientemente de cuánto hace que se están desempeñando.


Veamos la posibilidad de reformar la resolución para aquellas personas que tienen una postura restrictiva en cuanto a emitir voto en uno u otro sentido si no hay una reforma de la resolución 504; evaluémoslo entre todos y tratemos de dar la mejor solución posible a este conflicto que tenemos planteado acá.


Por eso, los invito a todos a ceder en posiciones en pos de encontrar el mejor argumento común para la administración de este Consejo y para la respuesta a los trabajadores. Hay cuatro soluciones que van en el mismo camino pero con distintos fundamentos.

Dra. Moya.- Creo que no es así. Si van en el mismo camino no es necesario unificar los fundamentos.


Las decisiones también se toman por razones de conveniencia, de necesidad, de oportunidad. En fin... 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Quizás sea una deformación de los colegiados jurisdiccionales en el que puede haber tres votos por una absolución, pero si hay tres fundamentos distintos no hay una resolución.

Dra. Moya.- Lo más lógico para mí es resolver la cuestión fáctica que tenemos ahora y con el resto se pasa a la Comisión de Selección o pasa in totum para uno o dos plenarios más adelante. Veámoslo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Pero hay una consejera que plantea una solución concomitante.


Entonces, la propuesta de reforma que se ha hecho, que va me parece en el mismo sentido que la propuesta de reforma de la doctora Blasi, es eliminar el 6.3 del artículo 6 y la última parte del artículo 7.

Dr. Cozzi.- Eso es lo que propongo yo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Eliminar el artículo 7 en la parte que dice: “El personal contratado no goza de estabilidad, pero será incorporado a planta transitoria si como consecuencia de contrataciones sucesivas prestare servicios por más de dos años.”

Dr. Cozzi.- Perdón. La expresión “... no goza de estabilidad...” queda en el articulado.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Correcto. Es eliminar los dos últimos renglones del artículo 7 y el 6.3.


Esta es la propuesta de los doctores Blasi, Cozzi y Devoto.

Sr. Sacco.- ¿Me permiten el uso de la palabra?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Quiero dejar constancia de que se le concede el uso de la palabra en representación de la Asociación de Empleados.

Sr. Sacco.- No hemos intervenido en esta discusión que ustedes llevan adelante, pero sí quiero hacer un pequeño comentario.


Nosotros entendemos que no es una problemática la reforma de la Resolución 504 y estamos dispuestos a discutir cualquier tipo de apertura sobre la reglamentación interna, previa resolución de la problemática que vivimos hoy con la situación de transitorios y permanentes, advirtiendo que sería muy conveniente que cualquier reforma que implique derechos del trabajador se haga en el marco de discusión con los sindicatos de trabajadores y no en una individualidad del plenario que, en definitiva, traería nuevos conflictos.


Lo que pretendo es que, en un marco de acuerdo y de diálogo, nos sentemos y reformemos y discutamos punto por punto la Resolución 504.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Ya planteé en el plenario pasado, en el que también estuvieron presentes, que cualquier reforma de la Resolución 504 se haga bajo el mismo trámite que se llevó a cabo cuando se redactó la Resolución 504. Ahora, pregunto, es indispensable para los señores consejeros plantear la reforma o se puede resolver el tema de los transitorios y luego reformar la Resolución 504.


Creo por la presentación que ya hizo el sindicato que con la eliminación del artículo 7, última parte, no van a tener inconveniente porque lo han planteado...

Sr. Sacco.- ¿A qué se refiere concretamente?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Al tema de los dos años de antigüedad.

Sr. Sacco.- Estamos dispuestos a que en una mesa de negociación discutamos punto por punto.

Dr. Cozzi.- Haría el planteo en forma inversa. ¿En qué afecta que hagamos esa eliminación si el efecto es para el futuro? Creo que la reforma es muy concreta.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En lo que hace a la eliminación del 6.3, entiendo que en nada. Lo que podría generar alguna situación es la eliminación de la última parte del artículo 7.

Dr. Cozzi.- ¿La última parte?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Es que una es correlato de la otra.


Cuando armamos esta resolución, que también fue un cambio absoluto en el régimen de la 363/02 que se venía dando, se hizo en el marco de discusión con todas las asociaciones gremiales. De ahí que planteaba el tema de discutir esto con las asociaciones gremiales. 


A mi me parece que si habrá una reforma que se va a dar hacia el futuro, y no una reforma aplicable a situaciones pasadas, creo que también podemos hacerlo en el marco de una discusión con las asociaciones gremiales. Aclaro que es una discusión corta porque se trata de dos artículos.

Dr. Cozzi.- Pienso que como el 7 se refiere a contrataciones de obras y servicios no sé si tiene el amparo de una asociación gremial. 


En mi opinión, creo que están condicionando mi posición.

Dra. Blasi.- Exactamente.

Dr. Cozzi.- A lo mejor lo pensaría, pero no sé...

Dra. Blasi.- Estoy de acuerdo con lo que dice el doctor Cozzi. 


Hay que pasar a planta permanente a quienes ya están con el problema, pero concomitantemente, el Consejo, en uso de las facultades de los nueve consejeros, tenga la posibilidad de reformar la Resolución 504 a efectos de no tener problemas en el futuro.


Como dijo el doctor Cozzi, esto es para el futuro. Lo demás queda resuelto. Es algo muy puntual y es una facultad solamente de los consejeros.

Sr. Sacco.- A partir de la ley nacional de asociaciones sindicales, los sindicatos deben participar en cualquier decisión que se tome y que atañe a los trabajadores.

Dra. Blasi.- Cuando tienen personería jurídica.


Yo le quiero solucionar el problema a todo el universo de gente que está en planta transitoria, pero también quiero tener la facultad como consejera de reformar la Resolución 504. No tienen ustedes personería jurídica, por lo tanto, no hay una ley superior que me impida elaborar un reglamento interno. Creo que ahí podemos negociar.

Sr. Sacco.- El pase de transitoria a permanente me parece muy bien que se haga.


En lo que hace a la eliminación del artículo 7 nosotros queremos saber cuál es la forma de contratación. A través del tiempo, hay una cantidad de contratados que se van quedando, pasan los dos años, y lo que no vamos a permitir es que no haya a igual tarea una igual remuneración. No pueden trabajar la misma cantidad de horas y no gozar de los mismos beneficios.


Primero queremos saber qué tipo de contratación es, por cuánto tiempo viene, si es renovable o no, si lo es a la misma persona, etcétera. Entonces, si se da esta discusión, como sindicato podemos asumir el compromiso de rediscutir estas cuestiones. Y el Consejo de la Magistratura tiene autoridad para resolver estas cuestiones así como nuestra asociación tiene autoridad como para tomar las medidas que sean necesarias en caso de no estar de acuerdo.


La verdad que el Poder Judicial es nuestro también. Es nuestra casa –en mi caso estoy desde principios de 1999- y, en lo personal, no nos gusta generar un paro a nuestra casa ya que la familia judicial también es la nuestra. De ahí que buscamos los canales del diálogo. Ahora si esto no fuera posible y nos obligan a tomar medidas, lamentablemente lo vamos a hacer, aunque nos desagrade.

Sr. Fachal.- El tema de los contratados y de los transitorios es un planteo de nuestra asociación y hoy se está abordando en el plenario y se aguarda una solución.


Si se elimina lo de los dos años para el pase a planta transitoria, lo cual es una garantía para que el día de mañana no existan 500 contratados, pero hoy no se pasa a planta a los ochenta contratados porque no es aprobado por el plenario –la Resolución 504 no aclara bajo qué modalidad se hacen los contratos ya que los actuales desarrollan tareas que también realizan sus compañeros de planta-, y tampoco se aclara cómo es la temática de los contratos, mal podemos aceptar que sin la intervención debida de los gremios se quiera discutir nuevamente la Resolución 504 que, como bien dijo la doctora Cavaliere, fue tratada juntamente con las asociaciones gremiales.

Dra. Blasi.- Yo termino con el problema hasta el día de hoy. Y del día de hoy hacia el futuro queda otra resolución.


Por eso mi voto era precisamente eso. Reformo y, concomitantemente con eso, arreglo el universo de personas que están en transitoria y contratados que pasan a permanente.

Sr. Sacco.- Reformemos y resolvamos pero con presencia de los sindicatos.

Dra. Blasi.- Podemos negociar. No sé qué piensan los restantes consejeros, pero que participen de la reunión de secretarios letrados que ya está tratando una reforma de la Resolución 504.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hay dos consejeros que plantean una reforma, que sea concomitante con la solución de fondo que hay que tomar en esta materia.


Entonces, como primer punto, porque si no nos podemos poner de acuerdo en esto no habrá acuerdo sobre el fondo del asunto, propondría resolver si se va a tratar la modificación de la resolución en este acto o se va a aceptar la decisión expuesta in voce de sujetar cualquier cambio al reglamento a una conversación con todas las entidades gremiales interesadas en discutir las modificaciones al artículo 7 y al 6.3.


Quisiera saber qué se opina sobre este criterio.

Dr. Devoto.- Deberíamos hacer todo en conjunto, pero si hay voluntad para tratar primero el tema en particular, estoy en condiciones de tomar una decisión sobre el tema concreto y luego hacer un análisis en conjunto con los gremios sobre la reforma de la Resolución 504. Si tengo que decidir, voto por no incorporarlos a planta permanente.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Para encontrar una solución, ¿sería posible, hasta que en el futuro inmediato consigamos un acuerdo para reformar la resolución, suspender temporariamente la aplicación del artículo 6.3 y la última parte del artículo 7°? Digo para que podamos salir de esta situación.

Dr. Mas Velez.- ¿Qué efecto tiene suspender el 6.3? ¿A la gente le decimos que se vaya?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No, digo suspender la vigencia por 15, 20 o 30 días y, por el momento, no ingresar más gente a planta transitoria.

Dr. Mas Velez.- ¿Y qué hago con la gente? Si no tienen encuadramiento no pueden entrar más.

Sra. Presidenta (Dra. Calabró).- Lo digo para darnos una reforma. 

Dr. Mas Velez.- ¿No tengo encuadramiento del 6.3?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí; ahora lo tenés.

Dr. Mas Velez.- ¿Y entonces qué suspendo?

Dra. Blasi.- Que no entren más a la planta transitoria.

Dr. Mas Velez.- Si lo suspendo no tengo régimen, y si no tengo régimen no puedo tener personal acá.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Está bien; fue solamente una idea.

Dr. Mas Velez.- Si suspendemos todo el régimen de la función pública no podemos tener ningún empleado, porque no tengo un marco legal...

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No creo que sea tan extremo, pero está bien; fue sólo una idea.


 Yo pregunto si podemos seguir adelante sin reformar la 504 y solucionar esto.

Dra. Moya.- Yo creo que sí.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Teresa dice que sí. ¿Mauricio?

Dr. Devoto.- Si hay voluntad estoy dispuesto a tomar una desición en este momento.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- ¿Julio?

Dr. De Giovanni.- Yo digo que sí. Y quiero recordarles que yo fui el primero en hacer el planteo de la resolución concomitante,  y que salgo de esta situación porque estamos resolviendo casos concretos. 


Aclaro que el sentido de mi voto es para los casos concretos presentados, no para los contratos que no están necesariamente renovados. Es decir, hago una distinción en el sentido del voto entre la situación de los presentados y los presentables en la misma situación; o sea, que tengan un contrato vigente en este momento pero que no les da derecho a la renovación. ¿Se entiende lo que digo?

Dra. Blasi.- Y pero vas a seguir con los problemas con el Sindicato.

Dr. De Giovanni.- No. No estamos discutiendo el tema de ningún contratado.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No seguís con los problemas porque le das un marco interpretativo que hasta ahora no había en el organismo. 


Perdón por la interrupción, Julio.

Dr. De Giovanni.- Sí, adelante.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Salvo Teresa, todos estamos de acuerdo en que la 504 no dice lo que dicen Jurídicos y Recursos Humanos; con lo cual, si no dice lo que dicen ellos, y ese es el marco normativo en el cual nosotros vamos a resolver este conflicto, la modificación del Reglamento se puede hacer a posteriori. El organismo dictó la norma y, como dice Juan Pablo, nos puede gustar o no, o ser revisable en el tiempo, pero el organismo tiene una continuidad y la norma está vigente. Y si estamos de acuerdo en cuál es el marco interpretativo y cuál es el marco en el cual esta Administración se va a manejar hasta que aclaremos lo que para algunos hace falta aclarar,  la solución de fondo se puede tomar. Teniendo en consideración lo que dice Juan Pablo, de no sumergirnos únicamente al universo de los transitorios a un año sino al de todos los que actualmente tenemos en el Consejo de la Magistratura, y resolver todo ese universo con independencia de cuanto tiempo hace que están o no...

Dr. De Giovanni.- Ahora me ha quedado más claro el tema.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En ese sentido, yo entiendo que podemos resolver y trasladar a una reunión del Comité de Secretarios Letrados o de la Comisión de Selección con las entidades gremiales estos dos puntos e incluir el tratamiento del tema del personal actualmente contratado, que es sobre lo cual están los reclamos de la Asociación y de la Unión.


Entiendo que eso lo podemos resolver sin modificar la reglamentación, porque nosotros mismo interpretamos cuál es el alcance de la misma.

Dr. Mas Velez.- Yo separaría la tarea. Yo mandaría al Comité de Secretarios Letrados la reforma del marco normativo y, para resolver caso por caso cada uno de los cargos que tenemos en la planta transitoria, haría una conjunta de las dos comisiones que tienen que sustanciar el expediente, que son Administración por la parte de la creación de los cargos y Selección por la parte de la propuesta de provisión de las personas en función de sus antecedentes en sus desempeños en la planta transitoria.

Dr. Duquelsky.- Previo informe del titular del área.

Dr. Mas Velez.- Eso es lo razonable.

Dra. Blasi.- Yo me mantengo en mi voto. Puedo negociar con los chicos del Sindicato para que se presenten para hablar sobre la reforma, la cual tiene que ser concomitante con la solución de la universidad de la gente que está en la planta transitoria. Que vengan a la reunión de secretarios letrados, que son quienes están trabajando en la reforma de la 504.

Dr. Mas Velez.- ¿No al Comité de Secretarios?

Dra. Blasi.- Sí; al Comité de Secretarios.

Dr. Mas Velez.- Pero a eso le falta cómo resolvés el problema...

Dra. Blasi.- El problema hay que resolverlo hoy...

Dr. Mas Velez.- ¿Vos decís que nosotros nos constituyamos en comisión y vayamos a ver uno por uno a los ochenta y pico de empleados para evaluar cuál debe tener categoría de permanente y cuál no?

Dra. Blasi.- No. Que los 160 o los 200 que están en la planta permanente...

Dr. Mas Velez.- No vamos discutir el proyecto de reforma, pero yo no soy partidario de eliminar el 6.3 porque no me parece una anomalía. Si yo tengo que pintar un edificio a esa gente, que va a cumplir tareas normales y habituales,  la quiero contratar en una modalidad en la cual tengan aportes y cobertura de ART por sus tareas. 

Dra. Blasi.- No es una tarea normal y habitual.

Dr. Mas Velez.- ¿No es una tarea normal y habitual?

Dra. Blasi.- Y, no, Juan Pablo. Todos los días no están pintando sino que pintan cuando se necesita pintar.

Dr. Mas Velez.- Bueno, tenemos interpretaciones distintas de lo que es normal y habitual.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Cuando el organismo asume la reforma edilicia con mano propia esa es una tarea normal y habitual, porque nosotros llevamos a cabo el mantenimiento del edificio.

Dr. Mas Velez.- Capaz que ese fue un mal ejemplo. La última vez que hablamos de esto, hace 16 días, el ejemplo que di fue el del procesamiento de datos. Todos los fines de año yo recibo un universo de expedientes remitidos por el Ejecutivo que supera la media mensual habitual. En esos dos meses es muy probable que yo necesite tener más gente procesando datos. Esa tarea es normal y habitual, aunque el requerimiento de trabajo no es el de la media del año. Entonces, yo los contrato, pero no como locación de servicio, en donde al trabajador lo condeno a un régimen precario de empleo sino que le doy aportes, hago contribuciones y le doy un régimen de cobertura en materia de salud. Ese es el punto. 


El contrato debería ser para tareas normales y habituales con plazo y con cierto nivel de calificación requerida.

· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Es lo que Juan Pablo desde hace un rato intenta que entendamos todos, cuando dice que no hay derechos adquiridos.


En base a la interpretación mayoritaria que hay en este organismo en este momento de la resolución 504 no hay derechos adquiridos, porque la planta transitoria no pasa a la planta permanente después de un año. En base a la interpretación mayoritaria que hay.

· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- La Presidencia dispone un cuarto intermedio.

· Son las 17.15.

· A las 18:
Sra. Presidenta (Cavaliere).- Continuamos con la sesión a los efectos de transmitir la propuesta de solución que hemos acordado en el marco de lo que se viene trabajando a raíz de las peticiones que tenemos y, puntualmente, para lo que se refiere a esta actuación N° 1845/07 y sus acumuladas.


En primer lugar, y dejando constancia de que esto es con excepción de la interpretación que hace la doctora Moya, el resto de los integrantes presentes del plenario nos vamos a apartar del criterio oportunamente establecido por la Dirección de Asuntos Jurídicos y de Recursos Humanos, entendiendo que no hay un derecho adquirido por el mero transcurso del tiempo en el carácter de una designación transitoria para que se convierta en planta permanente, comprendiendo que hay que interpretar armónicamente los artículos 14.1 y 14.2 de la Resolución 504/05. Sin perjuicio de eso, y entendiendo que hay designaciones en planta transitoria, y esto es, nos vamos a apartar de las presentaciones que están para abarcar todo el universo de designaciones en planta transitoria que tiene en la actualidad el Consejo de la Magistratura, y les vamos a requerir a las áreas técnicas y de administración correspondientes un informe pormenorizado con relación a las tareas que se desarrollan y a la necesidad de la continuación en el tiempo en el desarrollo de esas tareas a los efectos de designar, eventualmente, la creación de los cargos en planta permanente y de determinar, específicamente en los casos que se considere que deben continuar en designaciones transitorias, el tiempo específico y las tareas específicas de desarrollo por parte de cada una de esas personas, entendiendo que ha transcurrido un cierto tiempo que merece que la administración adopte una decisión en este tema.


Una vez que se defina eso -determinar si se crean los cargos de planta permanente- establecer la incorporación del personal con las reglas del concurso establecidas en la Resolución 504, fijando este organismo un tiempo prudencial y rápido en un futuro inmediato para el llamado a concurso interno y la resolución definitiva de todas esas situaciones. 


Y como último punto, delegar en el Comité de Secretarios Letrados la redacción de un proyecto de reforma de la Resolución 504 en los términos en que fueron trabajados aquí, invitando a participar a los integrantes de las asociaciones gremiales que muestren interés en la participación de esa redacción, acercando una propuesta de solución alternativa a las sugerencias que han escuchado.


A los efectos de poder tomar una decisión rápida, vía la Presidencia se va a indicar a las áreas técnicas y de administración correspondientes para que, en el término de siete días hábiles, contesten este informe y para que sea tratado en el plenario del día 13 de noviembre del año en curso a efectos de adoptar una solución definitiva con relación a la eventual creación de cargos en planta permanente en función de las necesidades que sean relevadas. 


A los efectos de que los representantes de las asociaciones gremiales que han estado presentes aquí, se instruye al secretario técnico para que tome constancia de esta decisión que ha tomado el plenario y notifique de esta situación al señor Gustavo Sacco en su carácter de secretario general de la Asociación de Empleados a efectos de que pueda transmitir un documento cierto a sus afiliados sobre cuándo va a ser tratado el asunto. Y a los representantes gremiales también les comunicamos que durante el mes de noviembre vamos a seguir conversando sobre el tema de una eventual decisión respecto a la porcentualidad. Y tenemos fijado como fecha tope –lo cual no quiere decir que no lo podamos tratar antes- de tratamiento en el primer plenario de diciembre el tema de la eliminación de las categorías 19, 20 y 21 y, si se lo considerara pertinente, una eventual equiparación del escalafón de la planta administrativa con la planta jurisdiccional y que ellos, a su vez, revean la situación en cuanto a continuar con las medidas de fuerza y que se haga un compás de espera, porque espero que les quede claro que la voluntad de este organismo es resolver todas las cuestiones, solamente que a veces necesitamos algún tiempo más de estudio y de decisión política.


Con lo cual, con ese compromiso que hemos asumido y que tiene fecha cierta y concreta y en el que pueden participar de la realización de esos plenarios y de las discusiones, los invitamos y les solicitamos que conversen con sus afiliados y que se abra un compás de espera en lo que hace a las medidas de fuerza.


Creo no haberme olvidado de nada, pero en el tiempo intentaremos que la fecha de ese llamado a concurso interno se realice antes del 31 de diciembre de este año.

Dra. Blasi.- Lo que quiero aclarar es que como yo había dicho que la reforma fuera coetánea, pido que se haga lo antes posible.

Sra. Presidenta (Cavaliere).- De acuerdo.

Sr. Sacco.- Les comunicaremos a nuestros afiliados la vocación que han tenido en el día de hoy. Estaremos en contacto. Muchas gracias.

· Se retiran de la reunión los señores Sacco y Fachal.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Pasamos a considerar los puntos previstos para este plenario y después completaremos los informes que hagan falta.

Proyectos de Resolución.

A) Con dictamen de la Comisión sin disidencias.

Comisión de Administración y Financiera.

1. Nota FG N° 91/07 / Propuesta de estructura organizativa del Ministerio Público Fiscal. Dictamen de la CAyF.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En relación a este punto el señor fiscal general aclaró que los cargos a crearse, y en tiempo no inmediato sino escalonadamente, son los que figuran en el Anexo 7 de las actuaciones. Por tal motivo, voy a proponer que se apruebe el dictamen de la Comisión de Administración.

Dr. De Giovanni.- Yo voto por la afirmativa. 

Dra. Moya.- Yo también voto por la afirmativa.

Dra. Blasi.- Yo quisiera leer mi voto, porque lo quiero fundamentar.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Está bien.

Dra. Blasi.- Las propuestas de creación y ampliación de estructuras efectuadas por el Ministerio Público Fiscal y de la Defensa implicarían una duplicación de estructuras al pretender la implementación de oficinas con similares denominaciones y funciones a las que cumple y tiene hoy por ley el Consejo de la Magistratura. Ello atenta contra la transparencia de la administración de Justicia de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y lo expresamente normado por la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


La función primordial del Consejo de la  Magistratura es la de selección de magistrados y la de administrar y mejorar la calidad del Poder Judicial de la Ciudad, dentro del cual se encuentra incluido el Ministerio Público -Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y artículo 1° de la ley 1903, reformada por ley 2386-. 


El procedimiento de selección en la designación de los jueces, juezas y demás funcionarios del Poder Judicial debe ser esencialmente transparente; transparencia que también debe observarse en la política y procedimientos de creación de cargos, ejecución del presupuesto y todos los actos relacionados con las atribuciones que le asignan la Constitución de la Ciudad y las leyes que en su consecuencia se dictaron.


Asimismo, en la designación de agentes, funcionarios y empleados de planta, debe proceder de manera cualitativa y cuantitativa en su selección, debiendo evaluar la conveniencia de cada designación y teniendo en cuenta fundamentalmente las aptitudes de cada aspirante y la real necesidad del servicio de justicia en su nombramiento, tomando como premisa que se deben emplear recursos públicos, tanto para su funcionamiento como para el pago de las remuneraciones correspondientes.


El Consejo de la Magistratura debe desarrollar una verdadera cultura de servicio al ciudadano administrando los recursos humanos y dinerarios a su disposición para garantizar el derecho de acceso a la Justicia a cada individuo, con una concreta responsabilidad institucional, que es característica de la forma republicana de gobierno. Sin ello no hay una verdadera división de poderes, con el correlato de una concreta y real independencia de la Justicia como poder del Estado.


El Ministerio Público, si bien tiene concedida por ley autarquía financiera y autonomía funcional, debe actuar en coordinación con las restantes autoridades del Poder Judicial y con los restantes poderes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, en donde se encuentra incluido el Consejo de la Magistratura.


La autarquía financiera significa que, contando con recursos presupuestarios asignados anualmente, puede expresar sus necesidades y solicitar su ejecución en las decisiones que adopte respecto de su administración.


La autonomía funcional le otorga la potestad de efectuar actos de gobierno y administración a través de sus titulares, magistrados indicados por la ley, con los alcances y competencias que allí se establecen.


Ahora bien, las estructuras propuestas por el Ministerio Público de la Defensa tienden a crear dependencias y cargos para administrar el presupuesto que se le asigne cada año, pudiendo disponer únicamente de 300. 000 unidades de compra, pero debe actuar en forma coordinada con el Plenario del Consejo de la Magistratura y las comisiones pertinentes a efectos de la ejecución presupuestaria, con el objeto de unificar criterios -artículo 18, inciso 7, de la ley 1903, modificada por ley 2386-.


Por su parte, la reasignación presupuestaria solicitada por el Ministerio Público Fiscal a efectos de cubrir la primera etapa en la creación de la estructura pretendida debe ser efectuada de manera criteriosa y prudente, a efectos de evitar la transferencia de fondos a una partida que podría resultar necesaria para responder a necesidades más urgentes.


Por todo ello, no resulta necesaria la duplicación de estructuras que implicarían la superposición y confusión de funciones en la administración del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, que el Ministerio Público integra, y un dispendio excesivo de recursos presupuestarios que provienen del erario público, el que se conforma con el dinero aportado por los contribuyentes, que son al mismo tiempo potenciales justiciables del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.


Finalmente, la duplicación de estructuras señalada no permitiría que los procedimientos de administración sean efectivos, rápidos y responsables con respecto de las obligaciones específicas atribuidas por la Constitución de la Ciudad y las leyes dictadas en su consecuencia al Consejo de la Magistratura.


Por todo lo expuesto, dejo sentado y fundado mi voto por la negativa a las propuestas efectuadas por el Ministerio Público Fiscal en nota FG N° 91/07 y del Ministerio Público de la Defensa en la actuación N° 21290/07.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Aclaramos que el voto de la doctora Blasi integra los puntos 1 y 2.


Está en consideración el punto 1. Faltarían los votos de Eugenio y de Juan Pablo.

Dr. Cozzi.- Yo voto por la negativa. Después fundaré mi voto por escrito, aunque ya hice alguna circulación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Debo decir que los fundamentos de ambos son excelentes.


En el caso puntual de esta actuación, que es la que implica la Resolución 91/07, después de haberla estudiado y de las dos o tres conversaciones que mantuvimos en el marco de las reuniones del órgano de decisión -en donde por otro lado el defensor general nos pidió que a través de ese órgano sólo tratemos cuestiones de política común y que, en todo caso, las cosas individuales las tratemos con cada rama del Ministerio Público-, considero que la actuación y la reestructuración que el fiscal quiere hacer dentro de ese marco refuerzan el voto por la afirmativa que he hecho en la Comisión de Administración y que mantengo en este momento.

Dr. Mas Velez.- ¿Qué propone la nota N° 91/07?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Aunque parezca contradictorio lo que voy a expresar, si bien entiendo que son argumentos muy buenos, en esta situación nos ha puesto la Ley 1903 y su reforma y, en este juego colectivo de coordinar políticas, comprendo la situación del Ministerio Público Fiscal en lo que hace a la reformulación de su estructura y de su marco de actuación. Estas son cosas que viene expresando el fiscal general, tanto en sus escritos como en sus diversas presentaciones.


Por eso, sin perjuicio de que me parecen excelentes los argumentos, también he fundado algunas decisiones en las que me aparto de ese criterio. 

Dr. Mas Velez.- ¿Pero qué es lo que propone?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En realidad, el fiscal no posee duplicación de estructuras sino que solicita una ampliación.

Dra. Blasi.- Pero no tiene un peso y no estoy de acuerdo con la reasignación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Solicita una ampliación de cargos en la Fiscalía General Adjunta, en la Secretaría de Coordinación de Ejecución Tributaria en la Fiscalía General, en la Secretaría General de Política Criminal, en la Secretaría General de Acceso a la Justicia y Derechos Humanos y, sobre todo, porque son sus representados y escucho los reclamos todos los días en materia de falta de personal, los 24 cargos de relator que solicitan para la Fiscalía de Primera Instancia.

Dra. Moya.- Yo voto por la afirmativa.

Dr. Devoto.- Sostengo el mismo voto que di en la comisión y luego voy a acercar los fundamentos de mi voto ya que lo tengo en borrador.


He escuchado los argumentos de la doctora Blasi y, en primer lugar, creo que nos encontramos frente a una nota que propone una reorganización y, como tal, deberíamos considerarla y, en el peor de los casos, discutirlo con el fiscal general. De todas maneras,  no estoy de acuerdo con negar la estructura lisa y llanamente. 


Por otro lado, según lo que hemos visto, no se trata de la creación de una nueva estructura sino de la reorganización de un nivel inferior que ya había sido aprobado con anterioridad. 


En este caso en particular, no estoy de acuerdo con que se trate de una duplicación de estructuras ni de un dispendio de recursos como dijo la doctora Blasi.


Estas eran las aclaraciones que quería hacer y reitero que luego acercaré el fundamento de mi voto.

Dr. Mas Velez.- Como yo no veo la razón de la urgencia y no he terminado de evaluar la racionalidad de toda la propuesta, me voy a abstener de votar.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Esta actuación debería pasar para tratamiento en otra oportunidad porque no cuenta con los votos suficientes.


Queda para el próximo plenario.

2. Actuación N° 21290/07 Ministerio Público de la Defensa. Res. S/ampliación de estructura y designación de cargos. Dictamen de la Comisión de Administración y Financiera. 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Quiero aclarar que el plenario estaba de acuerdo en la creación de la Oficina de Orientación al Habitante y lo conversamos con el defensor general. Pero como advertíamos que podía haber alguna duplicación de cargos con la estructura funcional del Consejo de la Magistratura acordamos devolverle la actuación para que reformule la propuesta.


Si están de acuerdo, bajo estos fundamentos se devolverá la actuación.

- Se  aprueba la devolución de la actuación.
3. Actuación N° 18868/07 Ministerio Público de la Defensa Res. S/creación de Oficina de Orientación al Habitante en el ámbito de la Defensoría General. Dictamen de la Comisión de Administración y Financiera.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Respecto de este punto, el doctor Kestelboim nos informó en la reunión de órgano de enlace que las dos personas cuya provisión de cargo se solicita para esta oficina serán ubicadas en el mismo sitio donde está funcionando la Oficina de Acceso a la Justicia, que es en Combate de los Pozos 155. Esto ya fue conversado y consensuado con el fiscal general.


Entiendo que se puede proceder a la creación de esta oficina.

Dr. Cozzi.- Yo voto por la negativa.

Dra. Blasi.- Mi voto es por la afirmativa ya que entiendo que es una oficina que le corresponde al defensor oficial. Además, quiero aclarar que no hay una incidencia presupuestaria ya que cuenta con fondos.

Dra. Moya.- Adhiero a los fundamentos de la doctora Blasi.

Dr. Mas Velez.- Mi voto es por la negativa.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se va a votar.

· Se aprueba.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Queda aprobado con los votos negativos de los doctores Mas Velez y Cozzi.

4. Actuación CM N° 23066/07 – Informe de gestión de Secretario de Comisión de Administración y Financiera. Dictamen Comisión de Administración y Financiera.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- El secretario de la Comisión de Administración y Financiera planteó que en el ejercicio de su rol de administrador del Poder Judicial, en cumplimiento de lo que disponía la Ley 1904, presenta el informe final de su gestión y solicita el cobro de ese informe.


Entendía que correspondía porque en la época en que lo hizo el doctor Durán se trataba de la totalidad de la administración del Poder Judicial, y el consejero Cozzi entendió que, sin perjuicio de que había votado por la negativa en el caso de los informes de los consejeros, en este caso sí correspondía el pago.


Por ende, tiene el voto favorable de los dos miembros de la Comisión de Administración y Financiera.

Dr. Cozzi.- Quiero hacer una aclaración.


Se había señalado que correspondía por una cuestión de equidad y que la decisión que había tomado el plenario era en el entendimiento de la aplicación de la ley y del pago que ella establecía.


Por eso, mantengo los fundamentos de la negativa, pero creía que en este caso –una opinión obviamente subjetiva- correspondía el pago por una cuestión de equidad.

Dra. Blasi.- Voto igual que el doctor Cozzi; es decir con sus mismos fundamentos y como excepción.

Dra. Moya.- Voto por la afirmativa porque me parece que corresponde por el artículo 25 de la Ley 70.

Dr. Mas Velez.- Estoy de acuerdo con el dictamen de la comisión.

Dr. De Giovanni.- También estoy de acuerdo con el dictamen de la comisión.

Dr. Devoto.- En mi caso, aunque no por una cuestión particular de la situación del doctor Durán mantengo el criterio que se sostuvo en su oportunidad para el caso de otros informes finales de gestión.


Es decir, voto en disidencia.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se va a votar.

· Se aprueba.
Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Queda aprobado y queda constancia de la disidencia del doctor Devoto y de lo apuntado por el doctor Cozzi.

5. Actuación CM N° 23255/07 – Juzgado CAyT N°2 – Dr. Gallardo – Solicita la asignación de viáticos para asistir al “Tercer Curso de Capacitación sobre Derechos Económicos Sociales y Culturales para América latina”. Dictamen Comisión de Administración y Financiera.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Este tema tiene dictamen en mayoría y en minoría. 


El dictamen de mayoría de los doctores Cozzi y Devoto es por la negativa y el dictamen por minoría, que es por la afirmativa, es de quien habla.

Dr. Mas Velez.- ¿Cuáles son los fundamentos?

Dra. Blasi.- Mi voto también es por la negativa.

Dr. Cozzi.- El doctor Gallardo ya ha hecho varios viajes este año.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Los fundamentos de la minoría son que el Consejo de la Magistratura puede evaluar cada caso en particular los pedidos que se hacen y, en este caso, entendí que, sin perjuicio de que no hay declaración de interés por el Centro de Formación, no me parece irrazonable que cada vez que una persona quiera solicitar un viático haga el pedido y el Consejo de la Magistratura haga la evaluación pertinente.


De acuerdo a la presentación que hace el doctor Gallardo y como el Cuerpo había adoptado un criterio frente a personas que habían viajado con anterioridad –el doctor Vázquez, por ejemplo-, y dado que el doctor Gallardo fue seleccionado entre varios magistrados que hicieron el pedido y el tema tiene relación con su actuación en el fuero contencioso, administrativo y tributario, entendía que se podía otorgar el pedido de viáticos.


Estas son las razones que me impulsaron a votar por la afirmativa.

Dra. Moya.- Por los mismos motivos, voto por la afirmativa.

Dr. Devoto.- Reitero mi voto dado en la comisión.

Dr. Mas Velez.- Por los fundamentos que di en oportunidad del caso del doctor Vázquez y porque creo que promover la participación de los jueces en una conferencia nacional es algo que va en beneficio del Consejo de la Magistratura, haciendo abstracción del beneficio particular de la realización de un viaje. 


Entonces, así como en su momento apoyé el viaje del doctor Vázquez ya que hacía a la defensa y autonomía del Poder Judicial, ahora voy a hacer lo mismo, independientemente del magistrado de que se trate.


Para ser coherente con el voto que di en aquella oportunidad, en este caso, apoyo el dictamen de la minoría.

Dra. Blasi.- Yo voto por la negativa a los viáticos por los fundamentos que mencionó el doctor Cozzi. 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tendremos que tratar el tema en otra oportunidad, porque no contamos con los votos necesarios para definir; por lo tanto, pasa al plenario del 13 de noviembre.

Comisión de Disciplina y Acusación.

6. Expediente SCD-182/07-0 s/ Denuncias formuladas por el Sr. Genaro Sgro (Dictamen CdyA N° 18/07).

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En consideración el dictamen de la comisión por el rechazo in limine.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba.

Comisión de Fortalecimiento Institucional.

7. Expediente CFI-063/07-0 s/ encuentro por la justicia. (Dictamen CFI N° 4/07) 

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En consideración.

Dr. De Giovanni.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el consejero De Giovanni.

Dr. De Giovanni.- Quiero decir que el día para el cual está programado este evento es el mismo en el cual vos me dijiste que nos llamaron para asistir a la Legislatura.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Este es un tema que tenía para informarles en oportunidad de brindar el informe de la Presidencia, pero ya que el doctor De Giovanni lo introdujo se los comentaré ahora. 


Quiero contarles que no me enteré oficialmente sino por un llamado de Sandra Maza, que nos alertó que estaba la noticia en Noticias Urbanas, y por eso miré la página, de que la fecha en la que eventualmente seríamos citados será el día 15 a las 11.30.


La inquietud del doctor De Giovanni es porque yo le comenté que les quería pedir que, en un acto que no tiene precedentes en el organismo, ese día concurriésemos todos a la Legislatura, sin perjuicio de que la obligación es mía como titular del organismo. Sobre todo teniendo en cuenta que hay tres representantes de la Legislatura integrando el organismo, que los tres presiden comisiones que son de importancia para la evaluación presupuestaria, porque son de la rama tecnológica, de infraestructura y del traspaso de competencias, y sus respectivas comisiones.


Me parece que sería bueno como gesto que todos asistiéramos, porque el organismo nunca -ni  siquiera cuando fue citado oficialmente para la concurrencia de todos- asistió en forma completa. Igualmente, no podremos ir todos esta vez porque el doctor Letner no va a estar.


Les aclaro que de esto me he enterado por una nota de Noticias Urbanas. Para mí la citación oficial es la que viene firmada por el señor presidente de la Comisión de Presupuesto, pero podríamos tener una idea de que nos tocará ir ese día.


Independientemente de que Eugenio ya me ha manifestado que va a concurrir como presidente de la Comisión de Administración, y más allá de que tal vez la obligación sea sólo mía y del señor administrador, sería bueno que fuéramos todos. No tengo inconvenientes en que luego nos organicemos, porque algunos podrían ir sólo un rato.


Ya me han informado que la reunión será breve y concisa. 

Dra. Blasi.- ¿Normalmente se reúnen a la mañana o a la tarde?

Dr. De Giovanni.- Normalmente es a la mañana.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Está en consideración la realización de las jornadas.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba. 

D. Proyectos sin trámite de comisión.

8. Expediente N° DCC-169/07-0 s/ Adquisición de electrodomésticos (Dictamen DAJ N° 2038/07)

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En consideración.

Dra. Blasi.- Yo estoy de acuerdo en que se haga por compra directa y no por contratación, porque por ejemplo en el caso de los electrodomésticos suma 34.700 pesos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En realidad la compra la hace el administrador, pero nosotros tenemos que aprobar el pliego por la ley 2095.

Dra. Blasi.- Ah, yo pensé que era por licitación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No.


Entonces, si no se hace más uso de la palabra, se va a votar.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba. 

9. Expediente N° DCC-149/07-0 s/ Contratación de seguro de incendio de edificios e incendio, robo y daños de equipos portátiles (Dictamen DAJ N° 2051/07)

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba. 

Varios.

Aprobación de pliegos de contrataciones.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Les comento que el señor administrador tiene algunos pliegos más para incluir, los cuales tendríamos que considerar de acuerdo a la ley 2095.

Dr. Duquelsky.- No sé si quieren hacerlo en este momento, porque son todos de la misma naturaleza, pero hay ocho pliegos más de contrataciones.

Dr. Mas Velez.- Son todos generales, ¿no?

Dr. Duquelsky.- Son todos generales de aplicación particular.

Dr. Mas Velez.- ¿Pero las condiciones particulares están incluidas en cada uno de los pliegos?

Dr. Duquelsky.- Se aprobarían las condiciones generales, no las particulares.

· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- ¿Están de acuerdo en que esos ocho pliegos se consideren ahora?

· Asentimiento.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, los sometemos a consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se van a votar.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueban los pliegos que se introducen por Varios por el señor secretario técnico a pedido del señor administrador.

Proyectos de Resolución. (Continuación)

D. Proyectos sin trámite de comisión. (Continuación)

10. Actuación CM N° 23121/07 s/ reducción de la jornada laboral de la Sra. Vanina Di Sanso.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Antes de considerar este punto les quiero informar que estoy preparando un proyecto para someter a consideración del Comité de Secretarios en relación a las licencias ordinarias y extraordinarias, para abreviar los trámites y para que sean tratadas por otro órgano fuera del plenario.

Dra. Moya.- Me parece bien.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En consideración la reducción de la jornada laboral de la señora Di Sanso.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba. 

11. Actuación CM N° 22183/07 s/ renuncia del agente Eduardo Daniel Lodigiani.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba. 

Comunicaciones, actuaciones y expedientes de simple despacho y decisión del plenario.

1. Actuación CM N° 23055/07 s/ borrador del acta de tenencia precaria del terreno de la calle Olazábal 4137/07.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Les comento que el Ministerio Público ha solicitado que le corramos vista de las actuaciones, así que, esto lo mandé a incluir por error, ya que debo girárselo a ellos.

Dr. Cozzi.- ¿Este terreno tiene alguna construcción?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No, es un terreno liso y llano.

Dr. Cozzi.- ¿Y qué fin le daría, hipotéticamente, el Ministerio Público?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se podría utilizar para solucionar el problema del alquiler de la fiscalía descentralizada de área.

Dr. Cozzi.- Ah, pero hay que construir.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Exactamente.

Dr. Duquelsky.- Por eso hay que darle intervención.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces este punto lo derivo al Ministerio Público y, después, si ellos le dan conformidad, volverá para nuestra consideración.

2. Actuación CM N° 14949/07 s/ Recurso feria de invierno. (Dictamen DAJ N° 2057/07)

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En consideración.

Dr. Duquelsky.- Se trata de un recurso de reconsideración de una resolución del plenario que rechazó un planteo que reiteradamente han hecho los jueces del fuero contencioso administrativo pretendiendo que se computen como hábiles los días de los fines de semana incluidos en las ferias judiciales. El dictamen de Jurídicos propone el rechazo, tal como hizo en la presentación original, y así hemos proyectado la resolución.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba el dictamen; con lo cual, se rechaza el recurso.

3. Actuación CM N° 22771/07 s/ solicitud del Dr. Marcelo Vázquez (Dictamen DAJ N° 2055/07)

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- A continuación tenemos la solicitud del doctor Vázquez, que algunos consejeros habían solicitado que sea tratado por Jurídicos.

Dr. Duquelsky.- Jurídicos encuentra que no hay incompatibilidad por el ejercicio, toda vez que las incompatibilidades están taxativamente establecidas en el artículo 14 de la ley 7, y no encuentra que el ejercicio de un cargo como aquél para el que se postula el doctor Vázquez fuera incompatible.


Nosotros no hemos elaborado un proyecto de resolución porque, en realidad, el doctor Vázquez no ha solicitado autorización sino que pone en conocimiento, y a mí me pareció que si se va a seguir el criterio de Jurídicos no deberíamos autorizarlo a hacer algo que tiene derecho a hacer.


Entonces, se comparte el criterio de la Dirección de Asuntos Jurídicos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Pero se le puede hacer saber por escrito que el plenario no encuentra objeciones.

Dra. Blasi.- De cualquier manera, no estoy de acuerdo y voto por la negativa.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Mi voto es de acuerdo con el dictamen de la Dirección de Asuntos Jurídicos.

Dr. Mas Velez.- Yo voto por el dictamen de la Dirección de Asuntos Jurídicos.

Dra. Moya.- Apoyo el dictamen de la Dirección de Asuntos Jurídicos.

Dr. Cozzi.- Yo voto en igual sentido. Es decir, por el dictamen de la Dirección de Asuntos Jurídicos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Estamos de acuerdo con lo que afirma el doctor Duquelsky; es decir, cuando no es una petición formal sino una puesta en conocimiento, se le haga saber que, por mayoría de votos, el plenario entiende que no hay objeciones y, a la vez, se le envía una copia del dictamen de la Dirección de Asuntos Jurídicos.

Dr. Duquelsky.- El dice que tomemos conocimiento y se que se le haga saber si no hay ningún problema.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Le hacemos saber que hubo mayoría.

Dra. Blasi.- Ya que le van a enviar el dictamen de la Dirección de Asuntos Jurídicos que también se le haga saber que la consejera Liliana Blasi ve algunos problemas.

4. Actuación CM N° 23343/07 s/Dr. Horacio Schick renuncia al cargo de conjuez de la Cámara CAyT.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si hay acuerdo, se va a votar.

· Se aprueba.

Dr. Devoto.- ¿Se ha designado a otro?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En eso está el Comité de Secretarios Letrados estudiando una mejor solución.

Dr. Duquelsky.- En realidad, tomamos una solución que resuelve el problema y es que se sortean los conjueces de Cámara entre los de primera y luego hay algunas opiniones vertidas por el secretario general.

5. Actuación CM N° 19217/07 s/Cdor. Carlos Valestra solicita autorización para inscribirse en el listado de peritos. (Dictamen DAJ N° 2054/07)

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- El contador Carlos Valestra solicita autorización para inscribirse como perito. El había sido excluido como tal por estar fuera de término.

Dr. Duquelsky.- En realidad, hago una aclaración. En su momento estaba inhabilitado por el órgano que regula la matrícula. 


Ahora informa que venció la inhabilitación y que se lo tenga por inscripto. Pero lo que se dice en el dictamen es que está fuera de término. Cuando se abra una nueva inscripción va a poder inscribirse nuevamente ya que no hay ningún obstáculo para que lo haga.

Dra. Blasi.- Fue sancionado por Resolución 64 y, por tal razón, se lo excluyó del listado para actuar como perito contador y, vencido el plazo de la sanción, solicita se lo autorice a reinscribirse como perito auxiliar.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Por esa razón, se podrá inscribir cuando corresponda.

· Se aprueba.

6. Expediente CM N° DCC-140/07 s/Obras Hipólito Yrigoyen 932.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Esto es para decisión del plenario y se trata de la presentación de una impugnación a la resolución por la cual se dejó fuera de la licitación en el marco de la apertura del sobre 1 a la empresa Bricons.


Doy la palabra al doctor Durán para que haga su informe.

Dr. Durán.- La particularidad es que la empresa Bricons hace una presentación a raíz de que quedó afuera de la licitación.


La Dirección de Asuntos Jurídicos dictaminó que no correspondía por razones formales; esto es, por la no presentación del depósito que preveía el pliego y no abordó el fondo de la cuestión. Pero la Comisión considera que, a lo mejor, sería conveniente analizar el fondo de la cuestión porque el depósito está exigido en el pliego para la impugnación del informe de preadjudicación, que es el 1 por ciento del monto de la oferta. De modo que no estamos seguros de que el depósito sea tan exigible. Es decir que estamos haciendo una interpretación analógica de esta exigencia para aplicarla a la impugnación del informe. 


Por eso, sería conveniente analizar el fondo y tratar los argumentos que expone, que tampoco son demasiado fuertes.


Es decir, previendo que esta resolución podría ser sujeta a la revisión de un juez para una cautelar que impida la apertura del sobre 2 y ve que la dejamos afuera por razones formales y no discutimos que diga que literalmente es exigible ese depósito, la decisión se torna menos sólida.


Entonces, se debe decidir si se lo deja afuera por razones formales o se aborda el tratamiento del fondo de la cuestión.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- La postura de los integrantes de la  Comisión de Administración y Financiera y es lo que mayoritariamente, con excepción de la unidad del consejero Devoto, decidieron en la Comisión de Secretarios Letrados, es la de tratar la cuestión formal como la cuestión de fondo, y a eso adhiero con mi voto. Así se dictaminó también oportunamente.

Dr. Duquelsky.- Si bien no estuvo el doctor Ocampo, como en el reglamento establecimos un sistema de reemplazos, hubo una representación del doctor Devoto y se escucharon todas las campanas.

Dr. Devoto.- Más allá de la opinión de los miembros de mi unidad, estoy de acuerdo con el dictamen de la Comisión de Administración y Financiera.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Entonces, ¿hay acuerdo para designar la fecha del 2 de noviembre para la apertura del sobre 2?

· Se aprueba.
Varios (Continuación)

1. Nota DAO s/licencia extraordinaria por enfermedad de largo tratamiento de la Sra. Susana Varela.

· Se aprueba.
2. Nota DGIyO s/licencia extraordinaria por enfermedad de largo tratamiento del Sr. Roberto Bordoy.

· Se aprueba.
3. Actuación CM N° 6582/07 s/licencia por enfermedad de largo tratamiento de la Sra. María Laura Mezzabotta.

· Se aprueba.
4. Las actuaciones CM Nros. 17929 y 20233/07 s/licencia extraordinaria por enfermedad de largo tratamiento de la Sra. Gricel Maite Fischer.

· Se aprueba.
5.
Dictamen CFI N° 5/2007 s/ creación del programa de fortalecimiento institucional del fuero CayT reforma del proceso de ejecución fiscal.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En este punto yo estoy de acuerdo con el dictamen de la Comisión de Fortalecimiento.

Dr. De Giovanni.- Pido la palabra.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene la palabra el consejero De Giovanni.

Dr. De Giovanni.- Sobre este tema quería hacer algún tipo de aclaración, y si no lo pasaremos para la próxima reunión.

Dr. Mas Velez.- No hay urgencia.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hay urgencia.

Dr. De Giovanni.- Quiero mencionar las cosas que quisiera proponer como automodificación a esto, y si no hay acuerdo lo pasaremos para la próxima reunión.


El artículo 3°, que habla del Ministerio de Hacienda y de la Dirección General de Rentas y, por los anuncios que se han hecho hoy sobre la creación de una agencia, me parece que con esta redacción va a quedar medio extemporáneo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí, pero es extemporáneo a hoy, porque la agencia la van a crear después del 10 de diciembre.

Dr. De Giovanni.- El tema es que esto realmente se ponga en marcha.


Después de redactado el dictamen he recibido un requerimiento de miembros de la Comisión de Política Judicial en el sentido de que ellos quieren intervenir y, como creo que el trabajo es para todos, considero que deben intervenir. Y después también he recibido el mismo requerimiento de parte de algunos miembros del Ministerio Público que forman parte del fuero contencioso administrativo y tributario. Y, bueno, como estamos invitando al Tribunal Superior me parece que podríamos invitar al Ministerio Público y buscar una redacción de manera tal que no haya sólo Fortalecimiento, incluir el apoyo de Política Judicial y demás.

Dra. Moya.- En resumidas cuentas, la urgencia existe o no.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hace rato que nosotros venimos tratando la problemática de las ejecuciones fiscales. La Comisión de Fortalecimiento ha hecho un trabajo más prolijo, en algún momento también se estuvo trabajando en la Comisión de Política Judicial, y también hubo gestiones de mi parte con los anteriores integrantes del Ministerio de Hacienda, pero todas frustradas en la época del ministro Nielsen.


Hay que buscarle una solución de tratamiento y de trabajo. Lo que Julio apunta es que es probable que a partir del 10 de diciembre haya un esquema distinto en Rentas, esto de acuerdo a lo que los diarios vienen anunciando. Esto no obstaculiza a que nosotros lo saquemos en el marco de hoy; lo que Julio está planteando es que podríamos incluir en la resolución a la Comisión de Política Judicial.

Dr. De Giovanni.- Olvidé decir que también he recibido un llamado de un fiscal del fuero contencioso para preguntarme cómo no está el Ministerio Público, cómo no están ellos.

Dr. Mas Velez.- En cuanto al llamado del Ministerio Público, el problema ahí sería que la persona elegida sea la que hace la llamada. La suerte no necesariamente va a recaer en la persona que hace la llamada. Intuitivamente, me animaría a decir que hay serias posibilidad de que la persona que se interesa por estar no va a resultar elegida para participar de la actividad. Entonces, sería razonable que tuviéramos un requerimiento de parte de la cabeza del Ministerio Público Fiscal. Hay alguna serie de cambios que se están tomando en términos de nuestra mecánica interna de toma de decisiones que hace que la formulación de políticas, incluso para el fuero contencioso administrativo, recaiga en áreas que no son necesariamente de los adjuntos. Con lo cual, una definición de ese tipo implicaría o lo que yo le he objetado en su momento a la Resolución 44 del fiscal general, que es que él no puede decir que va a ser esta área del Consejo la que tramite el asunto, y yo no voy a decir que va a ser el adjunto del contencioso...

Dr. De Giovanni.- ¡No! Yo digo poner genéricamente el Ministerio Público. Si vos ponés el Ministerio Público al ladito del Tribunal Superior, con lo cual estás invitando a un órgano distinto, puede concurrir cualquier defensor, cualquier fiscal o cualquiera que sea tutelar. 

Dr. Mas Velez.- Está bien. Y el segundo punto es que, en realidad, esta acta refleja el resultado de tres reuniones con la Cámara contencioso...

Dr. De Giovanni.- Sí. Ya lo sé.

Dr. Mas Velez.- La cámara en ningún momento planteó que era necesaria la participación del Ministerio Público, y tal vez sería prudente crear el programa, radicarlo en la Cámara, y que ésta, cuando halle la formulación de su propuesta de trabajo diga “el Ministerio Público en estas condiciones”.


La última vez que la Cámara y el Ministerio Público Fiscal se juntaron para hablar de algunas cosas sin la participación del Consejo el resultado fue un Reglamento de turnos que tuvo una vigencia de 48 ó 72 horas y que fue muy desafortunado. Por lo tanto, yo seguiría por el camino que el Consejo pudo arreglar con la Cámara, que fue bueno.


En cuanto a lo de Política Judicial, me parece que todo el Consejo debería comprometerse, y de hecho está sometido a consideración del plenario del Consejo, y que se le debería asignar la tarea a un grupo de consejeros.


Lo preferible para todos sería que los nueve fuésemos a todos lados mostrando un nivel de compromiso alto, pero lo cierto es que cuando los grupos humanos se expanden a números muy grandes los resultados en términos de productividad se reducen en forma correlativa: a mayor número mayor tendencia a tomar pocas definiciones. Lo que no quiere decir que todas las áreas sustantivas del Consejo no estén convocadas al esfuerzo. Es decir, el director de Política Judicial necesariamente tiene que estar -al igual que el de Tecnología Informática, de Infraestructura, etcétera- a disposición de proponer todas aquellas medidas necesarias a modificar el espacio físico, a aplicar tecnologías nuevas o a señalar criterios de definiciones de política que permitan la mejor gestión. Yo preferiría eso. 


Si algún consejero que integra la Comisión de Política Judicial quiere participar de la próxima reunión de la Cámara, como por ejemplo Eugenio para el caso del estamento de los abogados,  bien puede hacerlo en reemplazo de quien habla para evitar multiplicar el número; lo que digo solamente es que seamos razonables de forma tal de juntarnos y de delegar la representatividad en uno, dos o tres, porque si vamos todos terminaremos reduciendo la productividad.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Yo coincido con Juan Pablo.

Dr. Cozzi.- Sí, yo también.

Dr. Mas Velez.- Este es el problema del 80 por ciento de los expedientes de los contenciosos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tiene razón Juan  Pablo. La verdad es que todos no nos podemos ocupar de todo.

Dr. Devoto.- Yo estoy totalmente de acuerdo con lo que dijo Juan Pablo, y creo que deberíamos incorporar a la Comisión de Política Judicial, no por el tema de que vayan a ser nueve personas ni seis sino simplemente por una cuestión de caballerosidad, independientemente de que vaya uno u otro.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No es una cuestión de caballerosidad porque vos integrás la Comisión de Política Judicial.

Dr. Devoto.- Está bien; perdón, no lo planteo por una cuestión de caballerosidad.


Yo estoy de acuerdo en que no podemos ir nueve, que se tienen que poner de acuerdo quienes tengan que ir y todos los demás, por supuesto, debemos colaborar. De hecho, hoy le comenté a Juan Pablo que yo ya he hablado con la persona del Gobierno entrante que se va a ocupar de las ejecuciones fiscales.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Propongo que deleguemos la cuestión en el consejero Devoto. (Risas.)

Dr. Devoto.- No quiero ponerme en esa situación, por eso dije que era una cuestión de caballerosidad. Simplemente les quería comentar que ya he tomado contacto con esa persona.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En el tercio que me toca de integración de la Comisión de Política Judicial en representación del estamento judicial, y siendo parte interesada en esto porque el tema de las ejecuciones fiscales es una cuestión que vienen reclamando los representantes del estamento judicial, quiero decir que me siento bien representada por el integrante del estamento judicial de la Comisión de Fortalecimiento Institucional. 


Coincido con Juan Pablo en que tiene que haber una sola comisión la abocada al tema en cuestión y que el resto de las comisiones deberán aportar lo que corresponde. Porque, como decía Juan Pablo, también tiene que haber un aporte desde Infraestructura y desde el área de tecnología.


La verdad que fue una iniciativa de ustedes, sin perjuicio de las iniciativas individuales, y creo que cada uno de nosotros estamentalmente está representado en esa comisión -y esto lo digo por el tercio que hoy integro de la Comisión de Política Judicial-, y estimo que estamos suficientemente representados con la actuación del integrante del estamento de jueces que integra la Comisión de Fortalecimiento.

· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Para terciar esta situación que plantea Julio, de incorporar al Ministerio Público, en la reunión de la Comisión de Enlace de mañana les podemos consultar si les interesa participar.

Dr. De Giovanni.- Me parece bien.


Entonces, lo del Ministerio Público queda supeditado a la consulta que ustedes le hagan mañana a los tres integrantes de ese organismo.

· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Este es un tema caro para el estamento judicial en términos de resolución de un conflicto en el que vienen trabajando desde hace tiempo.


Yo soy integrante de la Comisión de Política Judicial en representación del estamento judicial y he manifestado aquí que me siento suficientemente representada por el representante judicial en la Comisión de Fortalecimiento. 


La opinión del consejero Devoto es tan válida como la mía...

· Varios señores consejeros hablan a la vez.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si les parece bien, lo pasamos para el próximo plenario.

Dr. Mas Velez.- No, pongamos la mención de Política Judicial y votemos.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Yo mantengo que con la Comisión de Fortalecimiento estamos.

Dr. Mas Velez.- Pongamos representados por la Comisión de Fortalecimiento y con comunicación de lo actuado a la Comisión de Política Judicial, y listo.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Yo no cambio mi voto.


Entonces, la propuesta es que se apruebe con invitación a la Dirección de Política Judicial y al Ministerio Público.

· Se aprueba.
Informes.

A. Informes de Presidencia.

1. Renuncia de la Dra. Blasi como Coordinadora Anexo ante el BID.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- La doctora Blasi presentó en el día de hoy la renuncia como coordinadora anexo ante el BID en el marco del programa de fortalecimiento de la Justicia de la Ciudad con que fuera hornada mediante Resolución 96/07, motivando su dimisión en razones particulares y en el cúmulo de tareas que implica su desempeño como consejera.


Si hay acuerdo de todos, correspondería aceptar la renuncia de la doctora y que se integre un nuevo candidato del estamento de los abogados.

Dra. Moya.- Creo que corresponde que continúe con su esfuerzo porque ha trabajado mucho.

Dr. Mas Velez.- ¿Puede darse por entrado el tema y no ser tratado ahora?

Dra. Blasi.- De cualquier manera, quiero aclarar que mi renuncia es indeclinable.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Para la próxima reunión se traerá la propuesta de quién será designado.

2. Agradecimiento de la Federación Argentina de la Magistratura.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Ha llegado un agradecimiento de la Federación Argentina de la Magistratura con motivo de una colaboración que hizo el Consejo de la Magistratura para la concreción de una beca en el premio “Estado Constitucional del Derecho” que se hizo por concurso y donde se seleccionó a una persona para participar de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el perfeccionamiento de la promoción de gente en lo que hace a protección de los derechos humanos.

3. Acordada 4/07 de la Cámara Contravencional y de Faltas.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Les voy a dejar una copia de la acordada que, por mayoría, emitió la Cámara Contravencional y de Faltas con relación a las designaciones interinas de magistrados en el ámbito del Ministerio Público.


En términos generales, la mayoría plantea que no está de acuerdo con ese tipo de designaciones y que esto conspira contra el espíritu de la Constitución. Además, señala que si bien los concursos están demorados, este no puede ser el mecanismo por el cual se establezcan la cobertura de los cargos vacantes y señala también la preocupación por la cobertura de los cargos por dos días, tres días, cuatro días realizados en la Defensoría General...

Dr. Mas Velez.- ¿Plantea casos concretos?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- No dice nombres sino alude a los números de resolución. En realidad, aclaro que tampoco leí el fallo en su totalidad. 

De todas maneras, sí lo puse en conocimiento del Defensor General y de los magistrados del fuera porque nosotros no podemos recibir a un secretario designado interinamente defensor que traiga la propia resolución en la mano. Debemos estar anoticiados previamente de ese tipo de designaciones, cosa que no sucedía. 


Hay un voto en minoría que plantean una serie de consideraciones basadas en lo que establece la Ley 1903 y su reforma, la 2386, donde entienden que el mecanismo fijado por el Ministerio Público es correcto.


Se les va a entregar una copia a todos ustedes y el tema queda para ser tratado en el próximo plenario.

4. Resolución 97/07 de la Fiscalía General.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Me notificaron de la Resolución 97/07 de la Fiscalía General por la que el señor fiscal general promueve a los doctores Gamboa y Fraga a la categoría 1 cuando las resoluciones del plenario al aprobar las estructuras prevén que son cargos con categoría 2.


Manifesté extraoficialmente al fiscal general la preocupación de nuestro organismo ya que debía solicitar que se modificara la categoría y él me contestó que se mantiene en los fundamentos de su resolución. Si bien yo tenía preparada una nota en donde se decía que tomábamos conocimiento de la resolución, la verdad es que, más allá de que se podría haber hecho la liquidación en Recursos Humanos –si es que entró a tiempo, aunque no lo sé-, no hay un mecanismo por el cual el Consejo de la Magistratura no pueda hacerlo automáticamente cuando la facultad de designación es de ellos.


Quizás por una cuestión de equidad se pueda convalidar esa decisión, pero en realidad habría que hacerlo como una decisión del organismo. 


De todas maneras, dejo la inquietud planteada para que se vea en el próximo plenario.

B. Informe de consejeros.
Del Dr. Julio De Giovanni.

Dr. De Giovanni.- Quería solicitar permiso al plenario para hacer una pequeña impresión sobre un cuadro comparativo de los organigramas constitucionales de cada uno de los consejos de la magistratura provinciales.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Yo nunca vi nada de eso. Quizás debería ser tratado en la comisión. 

Dr. Duquelsky.- Por lo que hablé con la secretaria de la Comisión de Fortalecimiento Institucional se trata de un cuadro comparativo donde se marca el número de integrantes y demás cosas.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Pero eso se puede imprimir directamente por la caja chica.

Dr. De Giovanni.-  Bueno, a mí me dijeron que había que traerlo al plenario para que sea más rápido.


Pienso que el señor administrador puede utilizar sus facultades para afrontar estos gastos con mayor agilidad.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).-  Perfecto. Se le dan las instrucciones al administrador y no hay ningún problema.

Del Dr. Mauricio Devoto.

Dr. Devoto.- Hay una jornada organizada por la Comisión de Política Judicial que está prevista para el 7 de noviembre y que no podría hacerse en esa fecha porque está organizada una reunión por parte del Colegio de Magistrados juntamente con el Consejo de la Magistratura sobre la Ley Cafiero en la Legislatura de la Ciudad y en la que, desde luego, están invitados a participar algunos consejeros e integrantes del fuero contencioso.


La idea sería organizarla el día 14 de noviembre o el 21 de noviembre.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí, creo que sería mejor para el 21  de noviembre.

Dr. Devoto.- En todo caso, lo que propondría es que se delegue en la Presidencia la fijación de la fecha más conveniente.


Acuérdense que el 30 de noviembre al mediodía vamos a hacer una especie de ágape en el SIC con los funcionarios y los consejeros por el tema del plan estratégico del Consejo de la Magistratura.
D. Informe de funcionarios.

Del señor administrador general.


- El doctor Ponsa Gandulfo hace entrega del Informe N° 54 a la Presidencia.
Varios. (Continuación.)

Excepción del tope previsto en el Reglamento del Fondo Permanente Especial de Infraestructura.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Tenemos una resolución para exceptuar en forma excepcional el tope previsto en el Reglamento del Fondo Permanente Especial de Infraestructura para poder hacer la contratación del arreglo del edificio de Arias; con lo cual, propondría que lo exceptuemos.


En consideración.

Dr. Mas Velez.- ¿Es para reparar el ascensor?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Sí.

Dr. Mas Velez.- ¿Cuál es el límite?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Hasta la suma de 12 mil pesos.

Dr. Mas Velez.- ¿Y esos 12 mil pesos no están la Ley de Compras y Contrataciones?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Esta es una excepción al fondo, Juan Pablo.

Dr. Ponsa Gandulfo.- Es una excepción al fondo.

Dr. Mas Velez.- Pero dentro de la ley te queda.

Dr. Ponsa Gandulfo.- Sí, pero este fondo lo maneja Rivera.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Con tu instrucción.

Dr. Ponsa Gandulfo.- Sí, con mi instrucción.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- La Ley de Compras y Contrataciones no dice que no a los fondos; lo discutimos en la comisión y establecimos que los fondos están permitidos.

Dr. Mas Velez.- Eso está clarísimo.

Dr. Ponsa Gandulfo.- El problema es que el fondo autoriza como tope 6 mil pesos por gasto.

Dr. Mas Velez.- ¿Y yo puedo comprar con tres presupuestos por 12 mil pesos?

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- En la ley no. Este es un régimen excepcional.

Dr. Ponsa Gandulfo.- Si entramos en la ley es peor.

Dr. Mas Velez.- ¿La ley qué dice?

Dr. Ponsa Gandulfo.- En la ley podés sacarlo por contratación menor, pero el trámite es mucho más complicado. Acá pedís tres presupuestos y sale por el presupuesto más barato, de la otra manera algún tipo de publicación vas a tener que hacer y los tiempos son mayores.

Dr. Duquelsky.- Nosotros interpretamos que cajas chicas, fondos, etcétera, no se rigen por la Ley de Compras...

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- La caja chica es otra cosa; estos son fondos especiales. ¿Está bien, Juan Pablo?

Dr. Mas Velez.- Sí.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba la excepción al tope del fondo.

Declaración de interés de Congreso Internacional de Seguridad “Los nuevos desafíos de seguridad pública y privada a nivel mundial” y de Concurso de Ponencias sobre discriminación y holocausto.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Después tengo para considerar la declaración de interés del Segundo Congreso Internacional de Seguridad “Los nuevos desafíos de seguridad pública y privada a nivel mundial”, que se llevará a cabo los días 10, 11 y 12 de noviembre, y del Primer Concurso de Ponencias sobre Discriminación y Holocausto, que tiene plazo de inscripción hasta noviembre, ambos organizados por la Asociación de Magistrados y Funcionarios del Poder Judicial.


En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la declaración de interés de ambos eventos.

· Se practica la votación.

Sra. Presidenta (Dra. Cavaliere).- Se aprueba.


Sin más asuntos que tratar, damos por concluida la reunión.


- Son las 19.36.
Apéndice.

 1) Inserción solicitada por el consejero Eugenio Cozzi.

Habida cuenta las resoluciones de la Fiscalía General y de la Defensoría General a consideración del plenario, entiendo que es oportuno hacer aquí un re análisis más profundo desde el punto de vista constitucional y legal de la situación que nos ocupa, respecto del alcance de las competencias que le fueron atribuidas al Ministerio Público con relación a las facultades para crear estructuras, sean de orden administrativo o jurisdiccional.

La puesta en vigencia de la ley 2386 (modificatoria de la ley 1903) ha generado sobre sus términos y alcances una serie de interrogantes a los que debe encontrarse adecuada respuesta lo más armoniosa y lógicamente posible con la Constitución local y con los textos legales vigentes.

Para ello, dividí en dos capítulos los fundamentos que conforman de mi voto en esta cuestión, que adelanto, será por la negativa.

CAPITULO I

Análisis de la creación de oficinas administrativas en el ámbito del Ministerio Público.

1.- La Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires:

En el titulo 5 de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, titulado “Poder Judicial”, en distintos capítulos se dispone cómo y quiénes componen el Poder Judicial. Hay un capítulo el dedicado al Consejo de la Magistratura y otro que establece y regula la organización del Ministerio Público.

En el capitulo primero (disposiciones generales), artículo 107, se indican cómo se compone al Poder Judicial:

ARTÍCULO 107.- El Poder Judicial de la Ciudad lo integra el Tribunal Superior de Justicia, el Consejo de la Magistratura, los demás tribunales que la ley establezca y el Ministerio Público.

La ubicación y sistematización de los distintos títulos y capítulos de la Constitución de la Ciudad, como así también de la interpretación del artículo 107, se desprende sin duda la pertenencia del Ministerio Público a la orbita del Poder Judicial.

Súmese a ello, que en el capítulo tercero (Consejo de la Magistratura) el artículo 116, se mencionan claramente las funciones que se le reconocen al Consejo de la Magistratura entre las que se encuentra la de administrar los recursos que la ley le asigne al Poder Judicial, facultad que, a mi modo de ver, es exclusiva y excluyente en virtud de la propia naturaleza que se le asigna a este cuerpo.

 ARTÍCULO 116.- Salvo las reservadas al Tribunal Superior, sus funciones son las siguientes:  

1. Seleccionar mediante concurso público de antecedentes y oposición a los candidatos a la magistratura y al Ministerio Público que no tengan otra forma de designación prevista por esta Constitución.  

2. Proponer a la Legislatura los candidatos a jueces y al Ministerio Público.
3. Dictar los reglamentos internos del Poder Judicial.  

4. Ejercer facultades disciplinarias respecto de los magistrados.  

5. Reglamentar el nombramiento, la remoción y el régimen disciplinario de los funcionarios y empleados, previendo un sistema de concursos con intervención de los jueces, en todos los casos  

6. Proyectar el presupuesto y administrar los recursos que la ley le asigne al Poder Judicial.  

7. Recibir las denuncias contra los jueces y los integrantes del Ministerio Público. 

8. Decidir la apertura del procedimiento de remoción de magistrados, formulando la acusación correspondiente ante el Jurado de Enjuiciamiento.

De la télesis de este artículo y de la interpretación armoniosa del resto del articulado contenido en el titulo 5° de la Constitución de la Ciudad, se desprende con claridad que el encargado de administrar los recursos del Poder Judicial, es el Consejo de la Magistratura.

Al llegar al estudio del capitulo de la Constitución de la Ciudad referente al Ministerio Público nos encontramos con el artículo 124, dota al Ministerio Público de autonomía “funcional y autarquía”. Sin embargo, no en un carácter absoluto, sino con un limite operativo y funcional concreto: “dentro del Poder Judicial”.
“ARTÍCULO 124.- El Ministerio Público tiene autonomía funcional y autarquía dentro del Poder Judicial. Está a cargo de un o una Fiscal General, un Defensor o Defensora General y un Asesor o Asesora General de Incapaces, quienes ejercen sus funciones ante el Tribunal Superior de Justicia, y por los demás funcionarios que de ellos dependen.”

De su texto puede válidamente colegirse que la intención de quienes redactaron la Constitución, no fue la de crear un Ministerio Público por fuera del Poder Judicial, sino que se mantuviera dentro del mismo, lo que significa subordinado al andamiaje de normas que ordenan al Poder Judicial en su conjunto.

Concordantemente, el artículo 125 dispone las funciones del Ministerio Público, no figurando entre ellas la administración de sus recursos en la forma en que la creación de las nuevas estructuras solicitadas lo demandan.

“ARTÍCULO 125.- Son funciones del Ministerio Público:

1. Promover la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad, conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica.  

2. Velar por la normal prestación del servicio de justicia y procurar ante los tribunales la satisfacción del interés social.  

3. Dirigir la Policía Judicial.” 

Es dable interpretar que el nivel de autonomía y autarquía conferido por la Constitución, se encuentra limitado por el articulo 116 que otorga la capacidad de administración de los recursos del Poder Judicial al Consejo de la Magistratura y que a su vez, la autonomía y autarquía deben entenderse dentro del marco de competencias y funciones que determina en el articulo 125 para el Ministerio Público.

2.- La Ley 31 Ley Orgánica del Consejo de la Magistratura

2.- 1.- Artículo 1 de la ley 31: Funciones del Consejo de la Magistratura:

En línea con lo precedentemente expuesto, el artículo 1 de la ley 31 -que establece las funciones del Consejo de la Magistratura- lo concibe como “un órgano permanente de selección de magistrados y administración del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”. Claramente la administración es competencia del Consejo y uno de los elementos esenciales de su existencia.

“Artículo 1º - FUNCIONES 

El Consejo de la Magistratura es un órgano permanente de selección de magistrados y administración del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con la función de asegurar su independencia, garantizar la eficaz prestación del servicio de administración de justicia, promover el óptimo nivel de sus integrantes, y lograr la satisfacción de las demandas sociales sobre la función jurisdiccional del Estado.”

2.- 2.- La reforma del artículo 2 de la ley 31 por el artículo 52 de la ley 2.386:

Con este mismo criterio, conforme analizaré mas adelante, se creó la ley 1903, mas tarde reformada por la 2.386.

Sin embargo dentro de la reforma de la ley 2.386 se incluyeron también ciertas reformas a la ley 31, una de las cuales -es oportuno mencionarlo- modificó el inciso 6 de articulo que originariamente establecía:

“Proyectar el presupuesto y administrar los recursos que la ley le asigne al Poder Judicial, excluidos los correspondientes al Tribunal Superior.”

La ley 2.386 modificó su alcance sustancialmente al excluirse al Ministerio Público:

“Proyectar el presupuesto y administrar los recursos que la ley le asigne al Poder Judicial, excluidos los correspondientes al tribunal Superior y al Ministerio Público.”

Esta reforma, expresamente mencionada en el artículo 52 inciso “d” de la ley 2.386, posee dos elementos que la tornarían inaplicable:

a. El primero de ellos es que, según lo examinado precedentemente, una reforma con este alcance, es contraria a la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, que en su artículo 116 inciso 6 dispone exactamente lo contrario.

b. El segundo de ellos, es que permitir al Ministerio Público administrar parcialmente su presupuesto conforme el art. 21 de la ley 2.386, es muy distinto al efecto que produce una reforma de la magnitud de la que se realizó a la ley 31, según se desprende del análisis que haremos a continuación.

3.- La ley 1903 Orgánica del Ministerio Público:

3.- 1.- Artículo 1: Caracteres Definición.

El artículo 1 de la ley 1903 (texto según la ley 2.386), tiene dos elementos interesantes.

a.- El primero de ellos es que dispone que el Ministerio Público está dotado de autonomía funcional y autarquía
, sin embargo no podemos aislar esta mención de lo analizado precedentemente sobre la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires, por lo que es dable entender que el concepto de autarquía se entiende como elemento común a toda la estructura del Poder Judicial de la Ciudad.

b.- El otro elemento interesante aparece por comparación entre los artículos 1° de la ley 1903 (texto ley 2.386) y 1° de la ley 31. 

Mientras que las funciones esenciales del Ministerio Público son “ promover la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, velar por la normal prestación del servicio de justicia y procurar ante los tribunales la satisfacción del interés social...” las del Consejo de la Magistratura se establecen como la de “...selección de magistrados y administración del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires”.

Artículo 1°.- Caracteres. Definición: el Ministerio Público integra el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, dotado de autonomía funcional y autarquía, cuya función esencial consiste en promover la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, velar por la normal prestación del servicio de justicia y procurar ante los tribunales la satisfacción del interés social.

3.- 2.- Articulo 2: Principio de Independencia:

En el artículo 2 de la mencionada ley, se dispone:

Artículo 2°.- Principio de Independencia: El Ministerio Público ejerce sus funciones específicas de modo objetivo con estricta observancia de la legalidad general, en coordinación con las demás autoridades del Poder Judicial y con los restantes poderes de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, aunque sin sujeción a directivas, instrucciones ni condiciones que se impartan o establezcan por sujetos ajenos a su estructura.

Para el análisis de este artículo sería útil dividirlo en tres partes:

Primero, indica que el “El Ministerio Público ejerce sus funciones específicas de modo objetivo”. Al referirse a funciones especificas se refiere -en principio- a las mencionadas en el articulo 125 de la Constitución de la Ciudad, aunque estas fueron ampliadas por la propia ley 1903 en los artículos 1, 17 y 18, en ningún caso se menciona a la administración de recursos en forma exclusiva como función, competencia o potestad del Ministerio Público

Continua diciendo “con estricta observancia de la legalidad general, en coordinación con las demás autoridades del Poder Judicial”, haciendo referencia a la ley 31 y al articulado de la Constitución de la Ciudad que impone claramente en cabeza del Consejo de la Magistratura la función de administrar los recursos del Poder Judicial.

Termina el artículo disponiendo que el ejercicio de sus funciones no puede sujetarse a “...directivas, instrucciones ni condiciones...”. Sin embargo para que el artículo no pierda coherencia, no puede entenderse que ello contradiga lo mencionado por el párrafo precedente respecto a la observancia del ordenamiento legal y a la coordinación con las demás autoridades judiciales, pues tales “directivas, instrucciones o condiciones” no le pueden ser dadas por sujetos ajenos a la estructura del propio Ministerio Público. Una cosa es la administración del presupuesto y las disposiciones, directivas e instrucciones que al respecto pueda dictar el Consejo y otra aquellas relativas a su funcionamiento operativo.

3.- 3.- Artículo 18: Facultades del Ministerio Público:

En el encabezado del artículo 18 dispone entre las facultades del Ministerio Público, la de hacerse “cargo del gobierno y la administración” pero con “los alcances establecidos en la presente ley” lo que en parte se refiere al artículo 2 cuya análisis realicé en el párrafo anterior.

En concordancia con esto, el único inciso que hace referencia a la administración de recursos es el inciso 7 donde se estipula que el Ministerio Publico deberá coordinar con el Plenario del Consejo de la Magistratura y las comisiones pertinentes la planificación estratégica de ejecución presupuestaria

Artículo 18.- Facultades: la Fiscalía General, la Defensoría General y la Asesoría General Tutelar, cada una en su respectivo ámbito, tiene a su cargo el gobierno y la administración del Ministerio Público, con los alcances establecidos en la presente ley. Corresponde a cada uno de los titulares:

1. Representar al ámbito del Ministerio Público a su cargo, en las relaciones con las demás autoridades de la Ciudad y/o el gobierno federal y/o gobiernos provinciales. 

2. Aplicar el reglamento interno del Ministerio Público en sus respectivos ámbitos y ejercer los actos que resultaren necesarios para el cumplimiento de las funciones encomendadas. 

3. Convocar a reuniones de consulta a los/as magistrados del Ministerio Público del ámbito a su cargo, de cualquier grado y fuero cuando lo consideren aconsejable, a fin de intercambiar opiniones sobre todo lo concerniente a una mayor eficacia del servicio, procurar la unificación de criterios acerca de la actuación del Ministerio Público y analizar cualquier cuestión que se estimare conveniente. 

4. Elaborar anualmente los criterios generales de actuación de los miembros del Ministerio Público, los que podrán ser modificados o sustituidos antes de cumplirse el año, previa consulta con los/as magistrados actuantes en cada instancia. Todos los criterios que se establezcan deberán constar por escrito, ser públicos y comunicados, simultáneamente a la Legislatura de la Ciudad.
Para el ejercicio de las presentes facultades, así como las restantes competencias que emanan de la presente ley, los titulares de cada ámbito del Ministerio Público pueden actuar en forma conjunta emitiendo las resoluciones que resulten pertinentes. Tal modalidad de actuación es necesaria cuando se establecen reglas o pautas de aplicación general para todo el Ministerio Público. 

5. Disponer la cobertura, en forma interina, de Fiscales, Defensores/as y Asesores/as Tutelares que solicitaren licencia por el término de hasta noventa (90) días. Se deberá cubrir los cargos por funcionarios del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires. 

6. Designar a los funcionarios y empleados en el marco de las partidas presupuestarias aprobadas por la Legislatura. 

7. Coordinar con el Plenario del Consejo de la Magistratura y con las Comisiones pertinentes, la definición de la planificación estratégica y especialmente de la política judicial y de ejecución presupuestaria para la unificación de los criterios del Poder Judicial de la C.A.B.A. en dicha materia. 

3.- 4.- Artículo 21: Atribuciones del Ministerio Público

En el segundo capitulo de la ley 1903 (texto ley 2.386), dispone en el artículo 21, que los distintos ámbitos del Ministerio Público poseen facultades de administración. No obstante, esas facultades deben entenderse e interpretarse armónicamente con el marco general normativo, y por lo tanto, que se encuentran circunscriptas por aquellas consagradas en el artículo 18. De la misma manera, los incisos del artículo 21 deben igualmente interpretarse como encuadrados en el andamiaje jurídico general analizado hasta ahora.

En lo vinculado a la administración y estructuras nos encontramos con dos incisos importantes el 2 y 4.

a.- En el inciso 2 se dispone que el Ministerio Público tiene la posibilidad de realizar contrataciones hacer determinados gastos “hasta el monto de trescientas mil unidades de compra”, exigiendo, mas allá de dicho limite, la conformidad y supervisión del Consejo de la Magistratura.

b.- El inciso 4, dispone que el Ministerio Público debe “Elaborar y remitir” al Consejo de la Magistratura el “el anteproyecto de presupuesto anual y el plan anual de compras”. Sin embargo, no puede entenderse como la facultad de imponer al Consejo de la Magistratura un proyecto anual de administración sino que debe entenderse que esta facultad esta enmarcada y limitada por todo el andamiaje jurídico mencionado en este breve análisis (artículos 1, 2 y18 de la ley 2.386 y la Constitución de la Ciudad), por lo que este inciso es simplemente el vehículo a través del cual se sustancia lo encomendado en el artículo 18 de esta ley: “Coordinar con el Plenario del Consejo de la Magistratura y con las Comisiones pertinentes, la definición de la planificación estratégica y especialmente de la política judicial y de ejecución presupuestaria” en concordancia con lo estipulado en el artículo 2  “con estricta observancia de la legalidad general, en coordinación con las demás autoridades del Poder Judicial”
Artículo 21.- Atribuciones: la Fiscalía General, la Defensoría General y la Asesoría General Tutelar, cada una en su respectivo ámbito, a los efectos de la aplicación de las facultades de administración consagradas en el artículo 18 de la presente ley, contarán con las siguientes atribuciones y deberes, en relación a sus respectivas facultades de gobierno:

1. Dictar reglamentos de organización funcional, de personal, disciplinarios y todos los demás que resulten necesarios para el más eficiente y eficaz cumplimiento de la misión y funciones encomendadas al Ministerio Público por la Constitución de la Ciudad y las leyes, en tanto no resulten contradictorios con los principios generales de los reglamentos del Poder Judicial. 

2. Realizar contrataciones para la administración del Ministerio Público de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, hasta el monto de trescientas mil unidades de compra (300.000, artículo 143 de la Ley N° 2.095) estableciendo las Unidades Operativas de Contrataciones correspondientes, y proponer a la Comisión de Administración y Financiera del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, aquéllas de un monto superior, coordinando con las diversas dependencias los requerimientos de insumos y necesidades de todo tipo, aplicando la legislación vigente en materia de contrataciones. 

3. Coordinar las actividades del Ministerio Público con las diversas autoridades locales, nacionales, provinciales y municipales, requiriendo su colaboración cuando fuere necesario. 

4. Elaborar y remitir al Plenario del Consejo de la Magistratura, a través de la Comisión de Administración y Financiera, el anteproyecto de presupuesto anual y el plan anual de compras del Ministerio Público. 

5. Elaborar y proponer al Plenario del Consejo de la Magistratura las ampliaciones a la estructura orgánica necesarias para el normal y eficiente cumplimiento de las tareas que le son propias. 

6. Reorganizar la estructura interna y realizar las reasignaciones del personal de acuerdo a las necesidades del servicio.
3.- 5.- Artículo 24: Comisión Conjunta de Administración del Ministerio Público:
Para cumplir con las funciones que esta ley (Constitución de la Ciudad , ley 1903 artículos 1,2,18,21) otorga al Ministerio Publico, se ordena la creación de una Comisión Conjunta de Administración del Ministerio Público que tiene entre sus funciones la “organización y dirección de las estructuras mínimas necesarias para el normal y eficiente cumplimiento de las tareas de administración asignadas por la presente ley” . De aquí surgiría la facultad del Ministerio Público para proponer la creación de estructuras de carácter administrativo, las cuales deberían tener como función cumplir con lo normado respecto de la administración en los artículos 2,18 y 21 de la ley 1903 (texto ley 2.386).

En resumen:

· Realizar contrataciones por menos de 300.000 unidades de compra.(inciso 2 art. 21), por arriba de ellas con el visto bueno y supervisión del Consejo, quien en todos los casos debe prestar su apoyo estructural.

· Proponer a la Comisión de Administración y Financiera del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, aquéllas de un monto superior.(inciso 2 art. 21)

· Elaborar y remitir al Plenario del Consejo de la Magistratura el anteproyecto de presupuesto anual y el plan anual de compras del Ministerio Público.(Inciso 4 art 21) 

El Ministerio Público (específicamente la Defensoría General Resolución 134/07) propone la creación de la siguiente estructura: Una Dirección General de Administración bajo cuya orbita funcionen una Oficina de Adquisiciones y Contrataciones, una Oficina de Control Presupuestario y una Oficina de Patrimonio. Y una Dirección General de Asuntos Jurídicos compuesta por una Oficina de Dictámenes.

Actualmente el Consejo de la Magistratura dispone del “Programa 20” cuya función especifica es reunir bajo su órbita el financiamiento de las distintas necesidades operativas funcionalmente comunes al propio Consejo, área jurisdiccional y Ministerio Público, puesto que las dependencias integradas en dicho programa prestan funciones compartidas entre ellos, cubriendo simultáneamente las más variadas necesidades de administración. Atento lo cual, dado que todas las áreas del Poder Judicial aportan proporcionalmente de sus partidas presupuestarias a su funcionamiento, conspiraría contra el principio de buena administración de justicia, dilapidándose esfuerzo y dinero  al crear otras estructuras que presten igual servicio, en este caso, en la órbita exclusiva del Ministerio Público.

Así, que el Consejo autorice la reasignación de partidas presupuestarias para esos fines, iría contra el principio de racionalidad y contra lo dispuesto por la ley 2.386
 en cuanto a evitar la duplicación de estructuras, habida cuenta que prevé la posibilidad de acordar el soporte administrativo pertinente.

Artículo 24.- Comisión Conjunta de Administración del Ministerio Público: A los efectos de ejercer las competencias y facultades de administración general que involucren al Ministerio Público en su conjunto, se constituye una Comisión Conjunta de Administración, la que se integra con cada uno/a de los/las titulares de cada ámbito o con el/la Adjunto/a al que aquellos/as dispusieren delegarle la competencia. La intervención de la Comisión Conjunta de Administración del Ministerio Público es obligatoria a efectos de los siguientes asuntos:

1. Elaboración y aprobación del Reglamento Interno en consonancia con las pautas generales establecidas por el Consejo de la Magistratura. Elaboración y aprobación del Reglamento de Sumarios, que debe garantizar el derecho de defensa y el debido proceso adjetivo. 

2. Confección del anteproyecto de presupuesto y del plan anual de compras del Ministerio Público, conforme las necesidades que cada área establezca. 

3. Organización y dirección de las estructuras mínimas necesarias para el normal y eficiente cumplimiento de las tareas de administración asignadas por la presente ley. A tal propósito y cuando resulte necesario a efectos de evitar la duplicación de estructuras, se podrán establecer acuerdos con el Consejo de la Magistratura, a fin de contar con el soporte administrativo de las estructuras propias de este último. 

4. Confección de las listas de expertos en representación del Ministerio Público que integrarán los jurados de los concursos del sector cada uno en su respectiva área. 

4- Conclusión: 

La creación de la estructura mencionada debe ser rechazada por las siguientes razones:

· Su creación implicaría un alejamiento de los limites establecidos por los artículos 116 y 125 de la Constitución de la Ciudad de Buenos Aires por cuanto las funciones de la estructura solicitada exceden las otorgadas al Ministerio Público en el artículo 125 y colisionan con las competencias propias del Consejo de la Magistratura que figuran en el artículo 116. 

· Su creación violaría el artículo 2 de la ley 1903 (modificada por al 2.386) por cuanto recepta lo impuesto por la Constitución y limita las funciones del Ministerio Público al cumplimiento objetivo de sus funciones con estricta observancia de la legalidad general.

· Su creación generaría una innecesaria duplicación de estructuras contradiciendo el  texto del articulo 24 en su inciso 3 de la ley 1903 (modificada por al 2.386) 

Se recomienda que el Plenario del Consejo de la Magistratura, conforme ley 1903 (modificada por 2386) en su articulo 21 inciso 5, rechace la ampliación de la estructura orgánica propuesta por el Ministerio Público por las razones precedentemente expuestas.

CAPITULO II

Análisis de la creación de nuevas estructuras en el ámbito del Ministerio Público.

1.- Constitución de la Ciudad de Buenos Aires

El primer problema al que nos enfrentamos al establecer a qué órgano le corresponde en definitiva decidir sobre la creación de nuevas estructuras -que hacen a la función propia del Ministerio Público-, es que la Constitución de la Ciudad no lo determinó expresamente.

Sin embargo, de un análisis del articulado de la Constitución, surgen claramente las funciones que corresponden tanto al Consejo de la Magistratura como al Ministerio Público, permitiéndonos inferir cómo funcionaría un sistema que cumpliera con el mandato constitucional.

En primer lugar tenemos al artículo 116 que explica cuales son las funciones del Consejo de la Magistratura.

ARTÍCULO 116.- Salvo las reservadas al Tribunal Superior, sus funciones son las siguientes:  

1. Seleccionar mediante concurso público de antecedentes y oposición a los candidatos a la magistratura y al Ministerio Público que no tengan otra forma de designación prevista por esta Constitución 

2. Proponer a la Legislatura los candidatos a jueces y al Ministerio Público.  

3. Dictar los reglamentos internos del Poder Judicial.  

4. Ejercer facultades disciplinarias respecto de los magistrados.  

5. Reglamentar el nombramiento, la remoción y el régimen disciplinario de los funcionarios y empleados, previendo un sistema de concursos con intervención de los jueces, en todos los casos  

6. Proyectar el presupuesto y administrar los recursos que la ley le asigne al Poder Judicial.  

7. Recibir las denuncias contra los jueces y los integrantes del Ministerio Público.  

8. Decidir la apertura del procedimiento de remoción de magistrados, formulando la acusación correspondiente ante el Jurado de Enjuiciamiento.   

Por el otro lado tenemos el artículo 125 que explica cuales son las funciones del Ministerio Público 

ARTÍCULO 125.- Son funciones del Ministerio Público:  

1. Promover la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad, conforme a los principios de unidad de actuación y dependencia jerárquica.  

2. Velar por la normal prestación del servicio de justicia y procurar ante los tribunales la satisfacción del interés social 

3. Dirigir la Policía Judicial.

De la lectura de estos artículos y considerándolos en el marco de la solicitud de creación de nuevas estructuras podemos extraer las siguientes conclusiones:

La creación de nuevas estructuras tiene sin duda un fuerte impacto en cuanto a la proyección de recursos y a su administración, por lo que parecería claro que es el Consejo de la Magistratura quien deberá definir finalmente su creación conforme al articulo 16 inciso 6 de la Constitución de la Ciudad.

Por otro lado, la Constitución en su artículo 125 impone como funciones del Ministerio Público “Promover la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad de los intereses generales de la sociedad” y “Velar por la normal prestación del servicio de justicia”. La utilización de los verbos “promover” y “velar” en vez de “organizar” o “disponer” implicaría que no es facultad del Ministerio Público disponer de los medios necesarios para la efectiva concreción de estos fines, sino influir a través de medios jurídicos adecuados sobre los órganos que sí la poseen, para que estos cumplan con sus funciones.

Del juego armónico de ambos artículos, surgiría que cuando la búsqueda de la “normal prestación de justicia” implique la creación de estructuras y su consecuente impacto en el presupuesto, debe necesitarse el acuerdo del Consejo de la Magistratura quien conserva así la potestad de ponderar la necesidad de su creación.

2.- Ley 31 Ley Orgánica del Consejo de la Magistratura:

De acuerdo con estos preceptos constitucionales recientemente analizados, el articulo 1 de la ley 31 que hace referencia a las funciones del Consejo de la Magistratura, menciona entre ellas, la de “garantizar la eficaz prestación del servicio de administración de justicia”.

Sobre la base de los preceptos constitucionales y a este artículo podemos sostener que es al Consejo de la Magistratura a quien le corresponde definir la política en cuanto al servicio de administración de justicia, función que además esta íntimamente ligada a la administración de los recursos competencia atribuida al Consejo de la Magistratura de acuerdo a lo analizado en el capitulo 1 de este voto. 

Comparando el art. 1° de al ley 31 con las funciones encomendadas al Ministerio Público a través del artículo 125 de la Constitución de la Ciudad, descubrimos que mientras que el Ministerio Público debe “ procurar ante los tribunales la satisfacción del interés social...” es el Consejo de la Magistratura quien debe “lograr la satisfacción de las demandas sociales sobre la función jurisdiccional del Estado” poniendo en cabeza de este órgano la concreción fáctica de tales demandas.

Artículo 1º - FUNCIONES 

El Consejo de la Magistratura es un órgano permanente de selección de magistrados y administración del Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires con la función de asegurar su independencia, garantizar la eficaz prestación del servicio de administración de justicia, promover el óptimo nivel de sus integrantes, y lograr la satisfacción de las demandas sociales sobre la función jurisdiccional del Estado. 

3.- Ley 1903 (texto ley 2.386) Ley Orgánica del Ministerio Público:

La ley 1903 (texto ley 2.386) recepta los principios anteriormente mencionados a través de los artículos 18 y 21 los cuales analizaremos a continuación:

3.- 1.- Artículo 18: Facultades del Ministerio Público.

El artículo 18 trata las facultades del Ministerio Público. En el inciso 7, explica claramente que el Ministerio Público debe “Coordinar con el Plenario del Consejo de la Magistratura y con las Comisiones pertinentes, la definición de la planificación estratégica y especialmente de la política judicial...” sin duda la creación de estructuras, sobre todo aquellas que implican dar determinada impronta al servicio de justicia, son parte de la política judicial a coordinarse con el Consejo de la Magistratura, lo cual da la pauta de que tampoco el Ministerio Público tiene dicha facultad en forma exclusiva.

Esta interpretación se correspondería con el mandato constitucional de “Velar por la normal prestación del servicio de justicia” por cuanto corresponde al Ministerio Publico sugerir, impulsar o proponer cursos a seguir en materia de política judicial. 

Artículo 18.- Facultades: la Fiscalía General, la Defensoría General y la Asesoría General Tutelar, cada una en su respectivo ámbito, tiene a su cargo el gobierno y la administración del Ministerio Público, con los alcances establecidos en la presente ley. Corresponde a cada uno de los titulares:

8. Representar al ámbito del Ministerio Público a su cargo, en las relaciones con las demás autoridades de la Ciudad y/o el gobierno federal y/o gobiernos provinciales. 

9. Aplicar el reglamento interno del Ministerio Público en sus respectivos ámbitos y ejercer los actos que resultaren necesarios para el cumplimiento de las funciones encomendadas. 

10. Convocar a reuniones de consulta a los/as magistrados del Ministerio Público del ámbito a su cargo, de cualquier grado y fuero cuando lo consideren aconsejable, a fin de intercambiar opiniones sobre todo lo concerniente a una mayor eficacia del servicio, procurar la unificación de criterios acerca de la actuación del Ministerio Público y analizar cualquier cuestión que se estimare conveniente. 

11. Elaborar anualmente los criterios generales de actuación de los miembros del Ministerio Público, los que podrán ser modificados o sustituidos antes de cumplirse el año, previa consulta con los/as magistrados actuantes en cada instancia. Todos los criterios que se establezcan deberán constar por escrito, ser públicos y comunicados, simultáneamente a la Legislatura de la Ciudad.
Para el ejercicio de las presentes facultades, así como las restantes competencias que emanan de la presente ley, los titulares de cada ámbito del Ministerio Público pueden actuar en forma conjunta emitiendo las resoluciones que resulten pertinentes. Tal modalidad de actuación es necesaria cuando se establecen reglas o pautas de aplicación general para todo el Ministerio Público. 

12. Disponer la cobertura, en forma interina, de Fiscales, Defensores/as y Asesores/as Tutelares que solicitaren licencia por el término de hasta noventa (90) días. Se deberá cubrir los cargos por funcionarios del Poder Judicial de la Ciudad de Buenos Aires. 

13. Designar a los funcionarios y empleados en el marco de las partidas presupuestarias aprobadas por la Legislatura. 

14. Coordinar con el Plenario del Consejo de la Magistratura y con las Comisiones pertinentes, la definición de la planificación estratégica y especialmente de la política judicial y de ejecución presupuestaria para la unificación de los criterios del Poder Judicial de la CABA en dicha materia. 

3.- 2.- Articulo 21: Atribuciones del Ministerio Público:

El artículo 21, trata sobre las atribuciones del Ministerio Publico recoge lo analizado hasta el momento y lo plasma en su inciso 5, en donde menciona entre ellas la de  “Elaborar y proponer al Plenario del Consejo de la Magistratura las ampliaciones a la estructura orgánica...” .

Artículo 21.- Atribuciones: la Fiscalía General, la Defensoría General y la Asesoría General Tutelar, cada una en su respectivo ámbito, a los efectos de la aplicación de las facultades de administración consagradas en el artículo 18 de la presente ley, contarán con las siguientes atribuciones y deberes, en relación a sus respectivas facultades de gobierno:

7. Dictar reglamentos de organización funcional, de personal, disciplinarios y todos los demás que resulten necesarios para el más eficiente y eficaz cumplimiento de la misión y funciones encomendadas al Ministerio Público por la Constitución de la Ciudad y las leyes, en tanto no resulten contradictorios con los principios generales de los reglamentos del Poder Judicial. 

8. Realizar contrataciones para la administración del Ministerio Público de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, hasta el monto de trescientas mil unidades de compra (300.000, artículo 143 de la Ley NC 2.095) estableciendo las Unidades Operativas de Contrataciones correspondientes, y proponer a la Comisión de Administración y Financiera del Consejo de la Magistratura de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, aquéllas de un monto superior, coordinando con las diversas dependencias los requerimientos de insumos y necesidades de todo tipo, aplicando la legislación vigente en materia de contrataciones. 

9. Coordinar las actividades del Ministerio Público con las diversas autoridades locales, nacionales, provinciales y municipales, requiriendo su colaboración cuando fuere necesario. 

10. Elaborar y remitir al Plenario del Consejo de la Magistratura, a través de la Comisión de Administración y Financiera, el anteproyecto de presupuesto anual y el plan anual de compras del Ministerio Público. 

11. Elaborar y proponer al Plenario del Consejo de la Magistratura las ampliaciones a la estructura orgánica necesarias para el normal y eficiente cumplimiento de las tareas que le son propias. 

12. Reorganizar la estructura interna y realizar las reasignaciones del personal de acuerdo a las necesidades del servicio. 

4.- Análisis de la solicitud de creación de nuevas estructuras:

Llegado a este punto, puedo concluir de acuerdo a todo lo transcripto y analizado precedentemente, que es el Consejo de la Magistratura a quien le corresponde definir la creación de las nuevas estructuras “propuestas” por el Ministerio Público, para lo cual debemos identificar en cada caso en particular cual es criterio que debe seguir el Consejo para tomar esta decisión.

4.- 1.- Nota de la Fiscalía General 91/07

La Fiscalía General solicita mediante una nota FG 91/07 la creación de 2 cargos de relatores por cada una de las fiscalías actualmente existentes, basando su petición en dos argumentos:

· La puesta en marcha del nuevo Código Procesal Penal de la Ciudad de Buenos Aires.

· La transferencia de competencias por parte de la justicia nacional al ámbito de la Ciudad de Buenos Aires.

Actualmente la Ciudad de Buenos Aires tiene competencia sobre un delito por lo que la aplicación del Código Procesal Penal tendría poco impacto en cuanto al trabajo de las fiscalías.

En caso de entrar en vigencia el convenio que daría mayores competencias penales a la ciudad de Buenos Aires la situación podría ser distinta.

Tal vez sería apropiado solicitar un estudio con bases estadísticas que indique ual sería la cantidad de expedientes puede manejar actualmente una fiscalía sin que afecte el servicio de justicia y a partir de ahí generar criterios que puedan ser aplicados al caso concreto. No obstante, pueden ser de utilidad las estadísticas que elabora la Dirección de Política Judicial.

4.- 1.- 1.- Conclusión:

La creación de la estructura mencionada debe ser rechazada por las siguientes razones:
· La reciente implementación del Código Procesal Penal de la Ciudad de Buenos Aires en el estado actual de la cuestión no produciría el impacto en la carga laboral de las fiscalías el impacto necesario para que se justifique su creación, al menos y en todo, será lógico esperar la puesta en marcha y el impacto que tendrán las competencias penales a partir de que se apruebe el segundo convenio celebrado con la Nación.

· Actualmente no hay parámetros objetivos respecto de un posible incremento de la cantidad de trabajo que supondrá la transferencia de competencias penales del ámbito de la Nación a la justicia de la Ciudad de Buenos Aires.

Se recomienda que el Plenario del Consejo de la Magistratura, conforme ley 1903 (modificada por 2.386) en su articulo 21 inciso 5, rechace la ampliación de la estructura orgánica propuesta por el Ministerio Público por las razones precedentemente expuestas.

4.- 2.- Resolución de la Defensoría General número 109/07.

La Defensoría General solicita la creación de una Oficina de Atención al Habitante cuyas funciones son la de “Prestar información y orientar y de este modo lograr la regularización de la situación de los habitantes que han incurrido en una falta o contravención para conseguir de esta forma su reinserción laboral y social; como así también aquellos de su familia que se encuentra en la misma problemática (no documentado, sin residencia, etc.)” y  “Llevar a cabo un seguimiento, en el caso que fuera necesario, de aquellos tramites que los habitantes en cuestión hayan realizado.”
4.- 2.- 1. Ley 1903 Ley Orgánica del Ministerio Publico

En el  artículo 1 de la ley 1903 se explica que la función esencial del Ministerio Público es  promover la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad y procurar ente los tribunales la satisfacción del interés social, lo que deja claro que para cumplir los objetivos establecidos por ley para el  Ministerio Público no es necesario suplir las funciones deficientes del estado, sino exigir su efectivo cumplimiento a través de los tribunales.
Artículo 1°.- Caracteres. Definición: el Ministerio Público integra el Poder Judicial de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, dotado de autonomía funcional y autarquía, cuya función esencial consiste en promover la actuación de la Justicia en defensa de la legalidad y de los intereses generales de la sociedad, velar por la normal prestación del servicio de justicia y procurar ante los tribunales la satisfacción del interés social.
Abordando el tema mas específicamente podemos consultar el artículo 41 donde se menciona que la Defensoría puede “realizar los actos procesales y ejercer todas las acciones y recursos necesarios para el cumplimiento de los cometidos que fijasen las leyes.” lo que significa que el instrumento apropiado para la concreción de los fines de la defensoría son los actos procesales, acciones y recursos para el cumplimiento de los cometidos fijados por la leyes, lo que es muy distinto a cubrir por si misma aquellas falencias en el cumplimiento de la ley como es el caso.  

Artículo 41.- Funciones: corresponde a los Defensores o Defensoras ante los Juzgados de Primera Instancia las facultades y deberes propios del Ministerio Público de la Defensa en el fuero de sus respectivas competencias por razón del grado, debiendo realizar los actos procesales y ejercer todas las acciones y recursos necesarios para el cumplimiento de los cometidos que fijasen las leyes.

Las actividades que cumpliría esta nueva estructura, corresponden que sean desempeñadas por la Dirección Nacional de Migraciones dependiente del Ministerio del Interior de la Nación y por la Subsecretaría de Derechos Humanos en el caso de la Ciudad de Buenos Aires. 

Teniendo en consideración la independencia de poderes y la conveniencia de la especificidad de las funciones de cada órgano, parece apropiado sugerir la posibilidad de simplemente conectar a los contraventores, a quienes esta dirigida esta oficina, con las oficinas que se encargan de esta labor vinculadas al Poder Ejecutivo de la Ciudad. 

En caso que estas oficinas incumplan con su labor la Defensoría puede, de acuerdo los  artículos 1 y 41 del la ley 1903, exigir la cumplimiento de las leyes por medio de los mecanismo adecuados, pero no supliendo sus funciones.

4.-2.-2.- Conclusión:

La creación de la estructura mencionada debe ser rechazada por cuanto su creación implicaría una exorbitancia de las funciones especificas conferidas por la Constitución de la Ciudad a la Defensoría General.

Se recomienda que el Plenario del Consejo de la Magistratura, conforme ley 1903 (modificada por 2.386) en su articulo 21 inciso 5, rechace la ampliación de la estructura orgánica propuesta por el Ministerio Público por las razones precedentemente expuestas.


III.- Epilogo:


Recapitulando todo lo expuesto en las conclusiones, entiendo que la autarquía y autonomía con las que pretende manejarse el Ministerio Público están interpretadas con alcances que exceden la letra de la Constitución de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires y el encuadramiento que los convencionales del 96 le dieron al Ministerio Público dentro de la estructura general del Poder Judicial en el marco de la discusión que al respecto se dio en su seno -las que quedaron reflejadas en las en sus actas taquigráficas
.

Es por ello, que las estructuras propuestas deben desestimarse, sin perjuicio que en el futuro razones de servicio demuestren fácticamente que las mismas pudiesen resultar necesarias para una mejor prestación de justicia y el cumplimiento de las finalidades del Ministerio Público.
2) Inserción solicitada por el consejero Mauricio Devoto.

Nota FG 91/07 s/ Propuesta de estructura organizativa del Ministerio Público Fiscal. 
Voto del Dr. Mauricio Devoto:

En primer lugar, quiero decir que me parece que como institución debemos armonizar la relación para con el Ministerio Público a fin de intentar siempre mejorar el servicio de justicia. El Consejo, en su rol de órgano de Gobierno del Poder Judicial, debe facilitarle los medios al área jurisdiccional, esto incluye al Ministerio Público, en miras de poder garantizar la eficaz prestación del servicio de administración de justicia. 

Para esto es necesario superar las diferencias y arribar a un entendimiento que hasta ahora - y habiendo transcurrido casi todo el año - no se ha podido alcanzar.

Es importante que tengamos en cuenta que el Poder Judicial es uno solo y lo integramos todos; el Superior Tribunal de Justicia, el Consejo, las Cámaras de apelaciones, los juzgados y el Ministerio Público. 

Y por esto es que tenemos que tener todos un mismo objetivo y dirigir nuestros actos hacia un mismo fin, superando las dificultades y trabajando día a día para mejorar la Justicia de la ciudad. Para poder demostrar que el Poder Judicial de la ciudad es un modelo a seguir. 

Definitivamente creo que éste sería un aporte concreto para afianzar la autonomía de la ciudad.

En este sentido, y teniendo en cuenta los diferentes roles que le asigna la Constitución a cada institución del Poder Judicial, creo que no somos nosotros, en nuestro carácter de consejeros, los que debamos decidir acerca de la constitucionalidad o no de las facultades del Ministerio Público sino más bien darle nuestro apoyo. 

El análisis de constitucionalidad es competencia exclusiva de los miembros del Superior Tribunal de Justicia de la ciudad (art. 113 incs. 2º y 3º de la CCABA).

En síntesis, el Fiscal General mediante nota FG Nº 91/07 presenta una propuesta relativa a la estructura del Ministerio Público Fiscal; nosotros como consejeros integrantes del Consejo de la Magistratura, órgano de gobierno y poder administrador del Poder Judicial, tenemos que analizar si el Ministerio Público posee presupuesto para hacer frente a lo solicitado; y a partir de allí resolver.

Tampoco creo que seamos nosotros quienes estemos facultados para hacer el análisis técnico de oportunidad, mérito y conveniencia de la propuesta efectuada ya que para eso están los Jefes del Ministerio Público. 

Es decir, no podemos nosotros como Consejo decirle a los Jefes del Ministerio Público de qué manera deben desempeñar la tarea para la cual fueron electos por la Legislatura.

Es por ello que a la hora de estudiar la propuesta realizada por la Fiscalía General, el Plenario debe priorizar el cumplimiento de las funciones propias de este Poder Judicial a otras de índole interna del Consejo o administrativas. 

Para esto, resulta indispensable permitir al Ministerio Público cumplir con las funciones y objetivos que le asigna el Código Procesal Penal de acuerdo al nuevo procedimiento.

En este sentido, es importante resaltar que el sistema de enjuiciamiento acusatorio previsto para la ciudad, por nuestra constitución y el nuevo código procesal penal, otorga varias nuevas funciones que pone en cabeza del Ministerio Público Fiscal. 

Es por ello, que en virtud de todo lo expuesto anteriormente y de conformidad con lo dispuesto en nuestra constitución y las respectivas leyes de la ciudad, voto por aprobar la estructura propuesta por el Fiscal General.

� Pero, para mantener la división de poderes, el Judicial no administra ni legisla. Y es dentro de este marco que deben interpretarse los vocablos autonomía y autarquía. Si bien el primero de ellos es de índole político-administrativa y el segundo es de carácter financiero (es decir, que es de mucho menor entidad, por eso tradicionalmente se habla de provincias autónomas y de municipios autárquicos), la autonomía no significa soberanía, dado que siempre existe una relación de sujeción por parte del autónomo a normas dictadas por un órgano superior (así es la relación entre la Nación soberana y las provincias solamente autónomas). Entonces, la autonomía y autarquía del Ministerio Público deben entenderse como: Autonomía: para dictar sus normas y resoluciones en el ámbito de su competencia (es una mínima potestad legislativa que no vulnera la división de poderes) Autarquía (financiera): para contar con una partida presupuestaria propia y participar -brindando su opinión- en los lineamientos que se tracen para su administración (es una mínima potestad administrativa que no vulnera la división de poderes, ni tampoco superpone funciones constitucionales reconocidas al Consejo).





� Art. 24


� publicadas en edición conjunta por el Colegio Público de  Abogados de la Capital Federal y por el Tribunal Superior de Justicia de la Ciudad, año 2004.
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